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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a tres de junio de dos mil veintiséis.

[bookmark: _GoBack]VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión número 09445/INFOEM/IP/RR/2025, interpuesto por el C. XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX, en lo sucesivo la parte Recurrente, en contra de la respuesta del Ayuntamiento de el Oro, en lo subsecuente el Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución.

A N T E C E D E N T E S

PRIMERO. De la solicitud de información.
En fecha veinte de junio de dos mil veinticinco, el Recurrente, presentó a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), ante el Sujeto Obligado, la solicitud de acceso a la información pública, a la que se le asignó el número de expediente 00081/ELORO/IP/2025, mediante la cual solicitó lo siguiente:

“I. FUNDAMENTOS Con fundamento en el artículo 6º constitucional, así como en los artículos 7, 8, 127 y demás aplicables de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en congruencia con los artículos correlativos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, y en estricto apego a las disposiciones contenidas en la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios, en particular en sus artículos referentes a las obligaciones de los servidores públicos en materia de legalidad, honradez, eficiencia, lealtad y transparencia, solicito formalmente el acceso a la siguiente información pública: ⸻ II. OBJETO DE LA SOLICITUD La presente tiene por objeto obtener información para la integración de un expediente ciudadano de investigación dirigido a evaluar el cumplimiento de obligaciones administrativas, la adecuada gestión financiera, y el correcto ejercicio de funciones públicas por parte de los titulares de las dependencias y áreas administrativas del Ayuntamiento de El Oro, correspondiente al periodo comprendido entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2025. Dicho expediente se fundamenta en la necesidad de identificar posibles responsabilidades administrativas, conforme a la Ley antes citada, y demás normatividad aplicable en materia de responsabilidades y control interno. ⸻ III. INFORMACIÓN REQUERIDA 1. Informes detallados de gestión administrativa y financiera presentados por cada titular, que incluyan metas, resultados, indicadores y programas implementados en el periodo solicitado. 2. Documentación completa y certificada sobre el ejercicio presupuestal, incluyendo: • Presupuestos asignados, autorizados, ejercidos y devengados. • Informes trimestrales y semestrales de ejecución presupuestal. • Contratos, licitaciones públicas, adjudicaciones directas, convenios y cualquier otro instrumento jurídico que haya implicado erogación de recursos públicos, con detalle de montos, beneficiarios, y fundamentación jurídica. 3. Copias certificadas de actos administrativos y resoluciones emanadas de cada titular que impliquen ejercicio de facultades y atribuciones, tales como nombramientos, autorizaciones, licencias, permisos, reasignaciones presupuestales, entre otros. 4. Registro completo y justificado de incidencias administrativas, tales como: • Licencias, permisos, comisiones oficiales y ausencias justificadas e injustificadas. • Sanciones, amonestaciones o procedimientos disciplinarios en curso o concluidos durante el periodo referido. 5. Relación documental de denuncias, quejas, auditorías internas o externas, inconformidades y procedimientos de control realizados a cada dependencia, así como sus resultados y acciones correctivas derivadas. 6. Planes, programas estratégicos y presupuestarios vigentes, con indicadores de desempeño y reportes de avance relativos al periodo solicitado. ⸻ IV. FORMATO Y MEDIO DE ENTREGA Solicito que la información se proporcione en formatos digitales editables (.pdf, .docx, .xlsx) y sea puesta a disposición mediante el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), conforme a la normatividad aplicable. ⸻ V. CONSIDERACIONES FINALES • La información solicitada corresponde a datos públicos sujetos a transparencia y rendición de cuentas, por lo que solicito se atienda bajo el principio de máxima publicidad. • En caso de que alguna parte de la información solicitada sea competencia de otra instancia, solicito la debida canalización oportuna, fundada y motivada. ⸻ Agradezco de antemano la atención a la presente y quedo en espera de la respuesta en los términos y plazos que la ley establece.” (Sic)

MODALIDAD DE ENTREGA: A través del SAIMEX. 

SEGUNDO. De la respuesta del Sujeto Obligado. 
De las constancias que obran en el sistema SAIMEX, se advierte que en fecha once de julio de dos mil veinticinco, el Sujeto Obligado emitió la respuesta en los siguientes términos:

“Dando cumplimiento en tiempo y forma a lo establecido por la legislación vigente y con fundamento en el Art. 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios se adjuntan al presente 8 archivos en formato PDF, así como 1 carpeta comprimida .ZIP (contiene archivos en formato PDF) como respuesta brindada por las áreas correspondientes a su solicitud de información. SE ACLARA QUE LA INFORMACIÓN ENTREGADA ES LA ÚNICA CON LA QUE ESTE SUJETO OBLIGADO CUENTA DE ACUERDO A SUS FACULTADES, FUNCIONES O ATRIBUCIONES, LA CUAL SE ENTREGA EN EL ESTADO EN QUE SE ENCUENTRA de conformidad con el artículo antes mencionado que a la letra indica “… 

Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.” 

La clasificación total de la información como reservada para la elaboración de la versión pública de la presente respuesta fue confirmada mediante Acuerdo ACTA/08/CT/2025/SEXTO. Así mismo se informa que para obtener la información en Copias Certificadas correspondiente a los punto 2 y 3 de su solicitud, deberá cubrir la cuota correspondiente y entregar el comprobante de pago en las instalaciones de la Unidad de Transparencia del Ayuntamiento de El Oro, México, ubicadas en Av. del Ferrocarril SN Col. Centro El Oro, México, Parte Alta del Mercado Municipal “Álvaro Obregón” en un horario de Lunes a Viernes de 9:00 a 15:00 hrs. Sin embargo privilegiando el derecho de acceso a la información pública éste Sujeto Obligado le entrega vía SAIMEX toda la información solicitada SIN CERTIFICACIÓN.

ATENTAMENTE
ING. JOSE DANIEL POSADAS MEJIA” (Sic).


El Sujeto Obligado adjuntó a su respuesta, los archivos electrónicos denominados “anexo 00081-UIPPE.zip”, “00081-OIC.PDF”, “Acta8CT-2025.PDF”, “Pago Certificacion Punto 2y3.pdf”, “00081-UIPPE.PDF”, “00081-OM.PDF”, “PM-CIM-0349-2025.PDF”, “AnexoVP OIC.PDF” y “00081-teso.pdf”; cuyo contenido no se insertan por ser del conocimiento de las partes, sin embargo, serán motivo de estudio en el Considerado respectivo. 

TERCERO. Del recurso de revisión.
Inconforme con la respuesta por parte del Sujeto Obligado, el ahora Recurrente interpuso el presente recurso de revisión en fecha doce de agosto de dos mil veinticinco, el cual fue registrado en el sistema electrónico con el expediente número 09445/INFOEM/IP/RR/2025, en el cual aduce, las siguientes manifestaciones:

a) Acto Impugnado: “La respuesta” (Sic).

b) Razones o Motivos de Inconformidad: “No me entregaron la información solicitada.” (Sic). 

CUARTO. Del turno del recurso de revisión.
Medio de impugnación que le fue turnado al Comisionado Presidente José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico, en términos del arábigo 185, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, del cual recayó acuerdo de admisión en fecha dieciocho de agosto de dos mil veinticinco, determinándose en él, un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado.

QUINTO. De la etapa de manifestaciones y/o alegatos.
Una vez transcurrido el término legal referido se destaca que, en fecha veinticinco de agosto de dos mil veinticinco, el Sujeto Obligado remitió su informe justificado mediante los archivos electrónicos denominados “00081-teso comp.pdf”, “00081om.PDF”, “00081-uippe.PDF” y “00081-oic.PDF”; mismos que, fueron puestos a la vista del particular mediante Acuerdo de fecha veintiocho de agosto del mismo año; asimismo, se aprecia que la parte Recurrente no realizó alegatos, ni ofreció pruebas o manifestaciones, lo anterior de conformidad con la siguiente imagen:
[image: ]
SEXTO. Del cierre de instrucción.	
Así, una vez transcurrido el término legal, permitió decretarse el cierre de instrucción en fecha tres de septiembre de dos mil veinticinco, en términos del artículo 185, Fracción VI, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, iniciando el término legal para dictar resolución definitiva del asunto.

SÉPTIMO. De la ampliación de plazo para resolver.
En fecha treinta de septiembre de dos mil veinticinco, se amplió el término para resolver el recurso de revisión en términos del artículo 181, párrafo tercero, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios por un plazo de quince días hábiles.

Es menester precisar que, si bien se ha excedido el plazo para resolver el presente medio de impugnación, de conformidad con la ley de la materia, el plazo para emitir resolución se encuentra justificado en los elementos para medir su razonabilidad de asuntos conforme a los parámetros establecidos por diversos órganos jurisdiccionales federales, aplicables también en procedimientos análogos, como el que nos ocupa.

Así, en términos de lo que establecen los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, los recursos deben ser sencillos y resolverse en el menor tiempo posible, tomando en consideración la dilación total del procedimiento; esto es, en un plazo razonable.

En ese sentido, el legislador fijó los términos procesales en las leyes, de manera general, sin que pudiera prever la variada gama de casos que son resueltos por los órganos jurisdiccionales o cuasi jurisdiccionales, tanto por la complejidad de los hechos, como por el número de casos que conocen.

Por ello, excepcionalmente, si un asunto es resuelto con posterioridad a los plazos señalados por la norma debe analizarse la razonabilidad del tiempo necesario para su resolución, atentos a los siguientes criterios:  
a)      Complejidad del asunto: La complejidad de la prueba, la pluralidad de sujetos procesales, el tiempo transcurrido, las características y contexto del recurso.
b)     Actividad Procesal del interesado: Acciones u omisiones del interesado.
c)  Conducta de la Autoridad: Las Acciones u omisiones realizadas en el procedimiento. Así como si la autoridad actuó con la debida diligencia.
d) La afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso: Violación a sus derechos humanos.

De modo que, cuando se trate de un asunto excepcional, por alguna o todas las características mencionadas o bien, cuando el ingreso de asuntos al órgano jurisdiccional o cuasi jurisdiccional respectivo supere notoriamente al que podría considerarse normal, debe concluirse que es una excluyente de responsabilidad en relación con la actuación del funcionario, como ha acontecido en el caso que nos ocupa.

Argumento que encuentra sustento en la jurisprudencia P./J. 32/92 emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro “TÉRMINOS PROCESALES. PARA DETERMINAR SI UN FUNCIONARIO JUDICIAL ACTUÓ INDEBIDAMENTE POR NO RESPETARLOS SE DEBE ATENDER AL PRESUPUESTO QUE CONSIDERÓ EL LEGISLADOR AL FIJARLOS Y LAS CARACTERÍSTICAS DEL CASO.”, visible en la Gaceta del Seminario Judicial de la Federación con el registro digital 205635.

Razones por las cuales cabe concluir que, la resolución al recurso de revisión se solventa hasta esta fecha, debido a que existe una excesiva carga de trabajo en desproporción a la capacidad de los recursos materiales y humanos con que cuenta este Instituto para atender la enorme demanda de usuarios que acuden para que se les garantice su Derecho de acceso a la información Pública y Protección de Datos Personales, aunado a la complejidad de los hechos a los que se refieren, así como al volumen del expediente, la extensión de los escritos y pruebas aportadas y desahogadas por las partes; lo que impide la tramitación de los recursos dentro de los términos legales previamente establecidos por la Ley, por tratarse de causas de fuerza mayor. Al respecto, también son de considerar los criterios sostenidos por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyos rubros y datos de identificación son los siguientes:

“PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. DIMENSIÓN Y EFECTOS DE ESTE CONCEPTO CUANDO SE ADUCE EXCESIVA CARGA DE TRABAJO.” consultable en el Seminario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002351.

“PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. CONCEPTO Y ELEMENTOS QUE LO INTEGRAN A LA LUZ DEL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS.”, visible en el Seminario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002350.

Por ello, este organismo garante comprometido con la tutela de los derechos humanos confiados, señala que este exceso del plazo legal para resolver el presente asunto, resulta de carácter excepcional.

C O N S I D E R A N D O 

PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en el artículo 5o párrafos trigésimo tercero, trigésimo noveno, cuadragésimo y cuadragésimo primero, fracción VIII de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; ordinal 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

SEGUNDO. De los alcances del Recurso de Revisión. 
Anterior a todo debe destacarse que el recurso de revisión tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente y será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.

Ya que no fue interpuesto de forma extemporánea, no se está tramitando ante el Poder Judicial Federal, no es una consulta, o trámite en específico, ni tampoco se advierte que el recurrente amplíe su solicitud en el recurso de revisión, por lo que al no existir causas de improcedencia invocadas por las partes ni advertidas de oficio, este Órgano Garante de la Transparencia se avoca al análisis del fondo del asunto que nos ocupa.

Resulta procedente la interposición del recurso de revisión, ya que se actualiza la causal de procedencia señalada en el artículo 179, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

Así las cosas, al no existir causas de improcedencia invocadas por las partes ni advertidas de oficio por este Resolutor, se procede al análisis del fondo de los asuntos en los siguientes términos.

TERCERO. Del estudio de las causas de improcedencia. 
El estudio de las causas de improcedencia que se hagan valer por las partes o que se advierta de oficio por este Resolutor debe ser objeto de análisis previo al estudio de fondo del asunto ya que el estudio de los presupuestos procesales sobre el inicio o trámite de un proceso genera eficacia jurídica de las resoluciones, más aún que se trata de una figura procesal adoptada en la ley de la materia la cual impide su estudio y resolución cuando una vez admitido el recurso de revisión se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseer el recurso de revisión sin estudiar el fondo del asunto; circunstancias anteriores que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines[footnoteRef:1]. [1:  IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.

Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.
] 

Por lo que una vez que se analizó el expediente en estudio se cae en la cuenta de que no se actualiza ninguna de las casuales a continuación transcritas:

“Artículo 191. El recurso será desechado por improcedente cuando:  
I. Sea extemporáneo por haber transcurrido el plazo establecido en la presente Ley, a partir de la respuesta;  
II. Se esté tramitando ante el Poder Judicial de la Federación algún recurso o medio de defensa interpuesto por el recurrente;  
III. No actualice alguno de los supuestos previstos en la presente Ley;  
IV. No se haya desahogado la prevención en los términos establecidos en la presente Ley;
V. Se impugne la veracidad de la información proporcionada;  
VI. Se trate de una consulta, o trámite en específico; y  
VII. El recurrente amplíe su solicitud en el recurso de revisión, únicamente respecto de los nuevos contenidos.”

Ya que no fue interpuesto de forma extemporánea, no se está tramitando ante el Poder Judicial Federal, no es una consulta, o trámite en específico, ni tampoco se advierte que el recurrente amplíe su solicitud en el recurso de revisión, por lo que al no existir causas de improcedencia invocadas por las partes ni advertidas de oficio, este Órgano Garante de la Transparencia se avoca al análisis del fondo del asunto que nos ocupa.

Así las cosas, al no existir causas de improcedencia invocadas por las partes ni advertidas de oficio por este Resolutor, se procede al análisis del fondo de los asuntos en los siguientes términos.

CUARTO. Del estudio y resolución del asunto. 
Ahora bien, se procede al análisis del presente recurso, así como al contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y apegándose en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el artículo 8, de la Ley de Transparencia local.

En este sentido nuestro estudio versará en determinar si la información remitida mediante respuesta, colma el derecho de acceso a la información solicitado por la parte Recurrente, para ello analizaremos lo solicitado y la información proporcionada.

[bookmark: _Hlk169023494][bookmark: _Hlk172138293]REQUERIMIENTOS SOLICITADOS: 
Del periodo comprendido entre el 01 de enero y el 30 de junio de 2025, se proporcione en formatos digitales editables (pdf, .docx, .xlsx) y sea puesta a disposición mediante el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), requiere la siguiente información:

1. Informes detallados de gestión administrativa y financiera presentados por cada titular, que incluyan metas, resultados, indicadores y programas implementados en el periodo solicitado. 
2. Documentación completa y certificada sobre el ejercicio presupuestal, incluyendo: 
2.1. Presupuestos asignados, autorizados, ejercidos y devengados. 
2.2.  Informes trimestrales y semestrales de ejecución presupuestal. 
2.3.  Contratos, licitaciones públicas, adjudicaciones directas, convenios y cualquier otro instrumento jurídico que haya implicado erogación de recursos públicos, con detalle de montos, beneficiarios, y fundamentación jurídica. 
3. Copias certificadas de actos administrativos y resoluciones emanadas de cada titular que impliquen ejercicio de facultades y atribuciones, tales como nombramientos, autorizaciones, licencias, permisos, reasignaciones presupuestales, entre otros. 
4. Registro completo y justificado de incidencias administrativas, tales como: 
4.1.  Licencias, permisos, comisiones oficiales y ausencias justificadas e injustificadas. 
4.2.  Sanciones, amonestaciones o procedimientos disciplinarios en curso o concluidos durante el periodo referido. 
5. Relación documental de denuncias, quejas, auditorías internas o externas, inconformidades y procedimientos de control realizados a cada dependencia, así como sus resultados y acciones correctivas derivadas. 
6.  Planes, programas estratégicos y presupuestarios vigentes, con indicadores de desempeño y reportes de avance relativos al periodo solicitado. 

[bookmark: _Hlk198048519][bookmark: _Hlk201676058]Atento a la solicitud de información el Sujeto Obligado, a través de los diversos Servidores Públicos Habilitados, informó lo siguiente:

	Solicitud de Información
	Respuesta
	Cumplimiento

	[bookmark: _Hlk147247852]1.	Informes detallados de gestión administrativa y financiera presentados por cada titular, que incluyan metas, resultados, indicadores y programas implementados en el periodo solicitado. 
	El Titular de la Unidad de Información, Planeación y Evaluación Municipal (UIPPE), remitió en formato PDF el documento denominado “Calendarización de metas de actividad por proyecto”, en el cual, se presenta la programación trimestral de metas físicas por unidad administrativa. Asimismo, incluye el formato PbRM 08c “Avance trimestral de metas físicas de actividad por proyecto”, correspondiente al primer trimestre del ejercicio fiscal 2025, documento que refleja el nivel de cumplimiento por dependencia y programa presupuestario. 

Respecto a los indicadores y sus resultados, se adjuntó el formato PbRM 01e "Matriz de Indicadores para Resultados por Programa Presupuestario y Dependencia General", en el que se integran los indicadores de gestión y estratégicos vinculados al desempeño institucional. De igual forma, se incorpora el formato PbRM 08b "Ficha Técnica de Seguimiento de Indicadores 2025", que permite visualizar de forma detallada los resultados obtenidos durante el primer trimestre en materia de desempeño institucional.
	Sí

	2. Documentación completa y certificada sobre el ejercicio presupuestal, incluyendo: 

2.1. Presupuestos asignados, autorizados, ejercidos y devengados.

2.2.	 Informes trimestrales y semestrales de ejecución presupuestal.

2.3.	 Contratos, licitaciones públicas, adjudicaciones directas, convenios y cualquier otro instrumento jurídico que haya implicado erogación de recursos públicos, con detalle de montos, beneficiarios, y fundamentación jurídica.

3.	Copias certificadas de actos administrativos y resoluciones emanadas de cada titular que impliquen ejercicio de facultades y atribuciones, tales como nombramientos, autorizaciones, licencias, permisos, reasignaciones presupuestales, entre otros.


	La Unidad de Transparencia, informó que dicha información, podrá entregar la información físicamente en Copias Certificadas previo pago de los derechos correspondientes, de conformidad con lo establecido en el artículo 174 Fracción III y Párrafo Segundo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

En ese sentido para que este Ayuntamiento pueda expedir Copias Certificadas es necesario realizar el pago de las cuotas de los derechos establecidas en el Artículo 148 Fracción II inciso A y B del Código Financiero del Estado de México y Municipios.

Las copias certificadas que se solicitan, constan de una primera hoja y 65 subsecuentes, por lo que se le requiere cubrir el pago de $3,162.8287 (Tres mil ciento sesenta y dos pesos 82/100 M.N.).

El pago de los derechos deberá realizarse en ventanilla de las Instalaciones de la Tesorería Municipal del Ayuntamiento de El Oro, México, ubicada en Av. Del Ferrocarril s/n Parte Alta del Mercado Municipal “Álvaro Obregón” indicando la cantidad total de fojas y como concepto de pago: “EXPEDICIÓN DE CERTIFICACIÓN DE DOCUMENTOS”.

Una vez realizado el pago, deberá entregar el recibo original en la oficina de la Unidad de Transparencia del Ayuntamiento de El Oro, México, ubicada en Av. Del Ferrocarril s/n Parte Alta del Mercado Municipal “Álvaro Obregón” en un horario de lunes a viernes de 9:00 a 15:00 horas, donde el personal le hará entrega de la información solicitada impresa y certificada; referente a los puntos:

2. Documentación completa y certificada sobre el ejercicio presupuestal, incluyendo:

• Presupuestos asignados, autorizados, ejercidos y devengados.
• Informes trimestrales y semestrales de ejecución presupuestal.
• Contratos, licitaciones públicas, adjudicaciones directas, convenios y cualquier otro
instrumento jurídico que haya implicado erogación de recursos públicos, con detalle de
montos, beneficiarios, y fundamentación jurídica.

3. Copias certificadas de actos administrativos y resoluciones emanadas de cada titular que impliquen ejercicio de facultades y atribuciones, tales como nombramientos, autorizaciones, licencias, permisos, reasignaciones presupuestales, entre otros.
	Sí

	4.	Registro completo y justificado de incidencias administrativas, tales como: 

4.1.	 Licencias, permisos, comisiones oficiales y ausencias justificadas e injustificadas.
	Mediante el oficio número OM/187/2025, el Oficial Mayor remitió diecisiete oficios firmados por el Titular del Departamento de Recursos Humanos, mediante los cuales, autorizaba los días económicos de diversos servidores públicos.

Adicionalmente, remitió tres relaciones de servidores públicos en las que se establecen las inasistencias de trece servidores públicos sin justificar; así como de veintiocho servidores públicos por ausencia justificada por incapacidad médica. 
	Sí

	4.2.	 Sanciones, amonestaciones o procedimientos disciplinarios en curso o concluidos durante el periodo referido. 
	El Titular del Órgano Interno de Control, informó que, las quejas o denuncias presentadas ante este Órgano Interno de Control, contienen nombre del servidor público denunciado, nombre y datos personales del quejoso o denunciante y descripción de los hechos, por ello se informa que este sujeto obligado, únicamente se encuentra obligado a proporcionar información de los procedimientos administrativos CONCLUIDOS, en términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas del  Estado de México, y clasificar como reservados los que se encuentren en TRÁMITE. 

Por lo cual, informa que, la relación de procedimientos administrativos, es información clasificada como reservada, y hasta el momento no se cuenta con resoluciones sobre las denuncias, quejas e inconformidades, ya que se encuentran en TRÁMITE, es decir, no se cuenta con los procedimientos concluidos. 

Por lo que, remitió el Acta de la Octava Sesión Ordinaria de fecha 01 de julio de 2025, mediante la cual, el Comité de Transparencia, clasificó la información como RESERVADA, la información referente a los procedimientos administrativos en trámite, por un periodo de tres años. 

Así mismo hizo del conocimiento que, no se han llevado a cabo auditorías externas por parte del OSFEM, ni internas por ese Órgano interno de Control.
	Parcialmente
(No remitió de manera fundada ni motivada el Acuerdo de Reserva de los procedimientos en trámite)

	5. Relación documental de denuncias, quejas, auditorías internas o externas, inconformidades y procedimientos de control realizados a cada dependencia, así como sus resultados y acciones correctivas derivadas.
	
	

	6. Planes, programas estratégicos y presupuestarios vigentes, con indicadores de desempeño y reportes de avance relativos al periodo solicitado.
	El Titular de la Unidad de Información, Planeación y Evaluación Municipal (UIPPE), remitió la estructura programática vigente, instrumento que define la clasificación funcional del gasto por unidad administrativa, incluyendo programas y proyectos presupuestarios autorizados para el ejercicio 2025. 

Este documento es base normativa para la integración del presupuesto y la operación institucional. 

Asimismo, anexó el Plan de Desarrollo Municipal 2025-2027, aprobado por el H. Cabildo mediante Acuerdo No. 11, publicado en la Gaceta Municipal el 28 de marzo de 2025, e inscrito en el Registro Estatal de Planes y Programas con número REPP-SPM-PDM 2025-2027/022/009/2025. Este plan contiene la planeación estratégica del gobierno municipal, estructurada en ejes, objetivos, estrategias, líneas de acción y metas institucionales, parala gestión pública durante el trienio. 

Para complementar esta información, remitió también el Informe de acciones y resultados del Plan de Desarrollo Municipal al primer trimestre de 2025, en el cual se detallan los avances por eje estratégico, permitiendo un análisis del cumplimiento institucional de los objetivos establecidos. 

Cabe señalar que la información remitida corresponde únicamente al primer trimestre del ejercicio fiscal 2025, en virtud de que el segundo trimestre aún se encuentra en curso. Conforme a lo establecido por el Código Financiero del Estado de México y Municipios y el Acuerdo 7/2025, publicado en la Gaceta del Gobierno del Estado de México el 21 de enero de 2025, por el que se emiten los lineamientos, fechas de capacitación y calendarización para la integración y presentación de los informes trimestrales estatales y municipales del ejercicio fiscal 2025, de las entidades fiscalizables del Estado de México. 

Es decir, a la fecha de la solicitud no existe información oficial, validada ni establecida consolidada para el segundo trimestre del 2025. 

Cualquier dato proporcionado antes de la fecha carecería de soporte técnico, vulnerando el principio de veracidad, oportunidad y congruencia en la presentación de información pública.
	Sí



Es de destacar que, al haber un pronunciamiento por parte de un Servidor Público dentro de sus atribuciones, este Órgano Garante, no está facultado para manifestarse sobre la veracidad de lo afirmado por parte del Sujeto Obligado pues no existe precepto legal alguno en la Ley de la materia que lo faculte para ello. 

Es así que derivado de la respuesta emitida por el Sujeto Obligado, el ahora Recurrente, interpuso el presente recurso de revisión, señalando sustancialmente como acto impugnado, lo siguiente: “No me entregaron la información solicitada.” (Sic).

Por lo que, en la etapa de manifestaciones, el Sujeto Obligado, a través de los Servidores Públicos Habilitados de la Tesorería Municipal, de la Oficialía Mayor, del Órgano Interno de Control y de la Unidad de Información, Planeación, Programación y Evaluación Municipal, remitieron la siguiente información:

· Mediante el oficio número TM/232/08/2025, el Tesorero Municipal, ratificó la respuesta emitida por esta área mediante oficio No. TM/E/209/07/2025 de fecha 10 de julio de 2025, para el numeral número uno, referente a lo reportado en el primer trimestre del ejercicio fiscal 2025. Y en lo referente al segundo trimestre de abril a junio del 2025, se complementa dicha solicitud, anexando en digital la siguiente información correspondiente a lo reportado en el segundo trimestre del ejercicio fiscal 2025:
3. Ejercicio Presupuestal y decisiones económicas: Copia de los informes trimestrales de avance de gestión y del ejercicio del gasto público municipal, con detalle de: 

• Recursos Asignados y ejercidos por dependencia o área por lo que se anexa el Reporte de AVANCE PRESUPUESTAL DE EGRESOS DETALLADO POR DEPENDENCIA GENERAL.
• Contrataciones directas o por adjudicación por lo que se anexa el REPORTE DE ADQUISICIONES DEL COMITÉ DE ADQUISICIONES Y SERVICIOS. 

• Obra pública autorizada y ejecutada en el periodo por lo que se anexa el INFORME TRIMESTRAL DE OBRAS POR CONTRATO, POR ADMINISTRACCION Y DE REPARACION Y MANTENIMIENTO.

· Con oficio número OM/220/2025, el Oficial Mayor ratificó su respuesta emitida, ya que atiende de manera completa el requerimiento realizado por el solicitante.  Asimismo, aclaró que la información entregada de manera inicial es la única con la que se cuenta referente al requerimiento, ya que, de acuerdo a las facultades, funciones o atribuciones del área no se genera información adicional o diferente a la proporcionada la cual fue entregada en el estado en que se encuentra de conformidad con el artículo 12 de la Ley local en la materia.

· Mediante el oficio número UTAIP/340/2025, la encargada honoraria del despacho del Órgano Interno de Control Municipal, ratificó su respuesta y aclaró que, la información entregada de manera inicial es la única con la que se cuenta referente al requerimiento, ya que de acuerdo a las facultades, funciones o atribuciones del área no se genera información adicional o diferente a la proporcionada, la cual fue entregada en el estado en que se encuentra de conformidad con el artículo 12 de la ley local de la materia.

· Con oficio número 0316/UIPPE/2025, el Titular de la Unidad de Información, Planeación, Programación y Evaluación Municipal, ratificó su respuesta, mencionando que, entregó información oficial, vigente y validada, atendiendo los puntos solicitados. Para el caso del punto 1. Informes detallados de gestión administrativa y financiera presentados por cada titular, que incluyan metas, resultados, Indicadores y programas implementados en el periodo solicitado, se remitieron los formatos oficiales del Presupuesto basado en Resultados (PbRM), específicamente:

· PbRM 02a "Calendarización de metas de actividad por proyecto", que establece la programación trimestral de las metas físicas de cada unidad administrativa.
· PbRM 08c "Avance trimestral de metas físicas de actividad por proyecto del primer trimestre 2025, que refleja los niveles de cumplimiento.
· PbRM 01e "Matriz de Indicadores para Resultados por Programa Presupuestario y Dependencia General". que integra los indicadores estratégicos y de gestión.
· PbRM 08b "Ficha Técnica de Seguimiento de Indicadores 2025", que detalla los avances de gestión y desempeño institucional del primer trimestre.

Con esta información, se dio cabal cumplimiento a lo solicitado en cuanto a metas, resultados e indicadores, proporcionando documentos oficiales, validados y con respaldo normativo, los cuales representan la información más actual disponible al momento de la solicitud.

Para el caso del punto 6. Planes, programas estratégicos y presupuestarios vigentes, con indicadores de desempeño y reportes de avance relativos al periodo solicitado, se remitieron los siguientes documentos:

· Estructura programática vigente, instrumento que desglosa programas y proyectos presupuestarios por unidad administrativa y que constituye la base para la operación institucional.
· Plan de Desarrollo Municipal 2025-2027, aprobado y publicado en la Gaceta Municipal, inscrito en el Registro Estatal de Planes y Programas, que contiene objetivos, estrategias, líneas de acción y metas. 
· Informe de acciones y resultados de la ejecución del PDM al primer trimestre 2025, donde se presentan los avances por eje estratégico.

Cabe precisar que la información remitida se limitó al primer trimestre del ejercicio fiscal 2025 debido a que, conforme a lo establecido por el Código Financiero del Estado de México y Municipios y el Acuerdo 7/2025, publicado en la Gaceta del Gobierno del Estado de México el 21 de enero de 2025, los informes trimestrales deben presentarse en plazos oficiales previamente establecidos. Al momento de la solicitud aún no se contaba con información consolidada ni validada del segundo trimestre, por lo que cualquier entrega de datos preliminares hubiera carecido de soporte técnico y normativo, incumpliendo con los principios que rigen la presentación de información pública.

Ante ello, es de señalar que el artículo 4, párrafo segundo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, dispone:

“Artículo 4. … 
 Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. Solo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.”

Del precepto legal invocado, se desprende, que la información generada, obtenida, adquirida, transmitida, administrada o en posesión de los Sujetos Obligados, será accesible de manera permanente a cualquier persona, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información.

Por su parte, el artículo 12, de la Ley de la materia establece que los Sujetos Obligados sólo proporcionarán la información que generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven, y sólo facilitarán las que se les requiera y obre en sus archivos, en el estado en el que se encuentre, sin la obligación de generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones; tal y como se señala a continuación: 


“Artículo 12. Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 

Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.”

En síntesis, el derecho de acceso a la información pública se satisface en aquellos casos en que se entregue el soporte documental en que conste la información pública, asimismo, el artículo 24, de la Ley de la materia, dispone que los Sujetos Obligados sólo proporcionarán la información pública que generen, administren o posean en el ejercicio de sus atribuciones; por consiguiente, la información pública se encuentra a disposición de cualquier persona, lo que implica que es deber de los Sujetos Obligados, garantizar el derecho de acceso a la información pública.

En esta misma tesitura, el derecho de acceso a la información pública, consiste en que la información solicitada conste en un soporte documental en cualquiera de sus formas, a saber: expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los Sujetos Obligados; los que, podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico, de conformidad con el artículo 3, fracción XI, de la Ley de la materia, el cual dispone lo siguiente: 

“Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
(…)
XI. Documento: Los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los sujetos obligados, sus servidores públicos e integrantes, sin importar su fuente o fecha de elaboración. Los documentos podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico;
(…)”


Además, es importante señalar que el artículo 18, de la Ley en la materia, los Sujetos Obligados cuenta con la obligación de documentar todos los actos que derive de sus atribuciones, funciones y competencia desde su origen la eventual y reutilización de la información que generen, por lo tanto toda la información que sea generada, posea y administre, es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, privilegiando el principio de máxima publicidad de la misma, por lo tanto esta debe ser proporcionada siempre y cuando se halle en los archivos  documentales de los Sujeto Obligados y en las condiciones que se encuentre, la cual no podrá sufrir modificaciones o procesamiento, no presentarla conforme a los interés de los particulares, como de igual forma los Sujeto Obligados no deberán de generar, resumir o efectuar cálculos o practicar investigaciones.

De la misma forma, de acuerdo al contenido del artículo 160, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública que a la letra dispone:

Artículo 160. Los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato que el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre así lo permita.


Sirve como apoyo a lo anterior, el criterio 09-10, emitido por el Pleno del entonces Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos, que a la letra dice:

“Las dependencias y entidades no están obligadas a generar documentos ad hoc para responder una solicitud de acceso a la información. Tomando en consideración lo establecido por el artículo 42 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, que establece que las dependencias y entidades sólo estarán obligadas a entregar documentos que se encuentren en sus archivos, las dependencias y entidades no están obligadas a elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de información, sino que deben garantizar el acceso a la información con la que cuentan en el formato que la misma así lo permita o se encuentre, en aras de dar satisfacción a la solicitud presentada.” (Sic)


Además, a Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, prevé en su artículo 23, fracción IV, que son Sujetos Obligados a Transparentar y permitir el acceso a su información y proteger los datos que obren en su poder:

Artículo 23. Son sujetos obligados a transparentar y permitir el acceso a su información y proteger los datos personales que obren en su poder:
(…)
IV. Los ayuntamientos y las dependencias, organismos, órganos y entidades de la administración municipal;

Expuesto lo anterior, se procede al análisis de la totalidad de las constancias que integran el expediente electrónico del SAIMEX, a efecto de determinar si con la información remitida por El Sujeto Obligado a través de su respuesta, colma lo requerido en dicha solicitud. 

Atento a ello, primeramente, es importante señalar que el ahora Recurrente se adolece de lo siguiente:

· No me entregaron la información solicitada.

Al respecto, analizaremos la información remitida; la cual, se obvia el análisis de la competencia por parte del Sujeto Obligado, para generar, administrar o poseer la información solicitada, dado que éste ha asumido la misma, en razón de que en su respuesta manifiesta entregar la información, por lo tanto, el hecho de que el Sujeto Obligado haya emitido la respuesta al Recurrente, comprueba fehacientemente que dicha autoridad acepta que la genera, posee y/o administra, en ejercicio de sus funciones de derecho público, es decir, no niega la existencia de la información solicitada, por el contrario, se pronuncia respecto de la información requerida, es por ello que se reitera, se asume que posee la información; por lo tanto, el estudio en específico se excusa dado que a nada práctico llevaría el alcance del mismo, ya que se insiste que la información pública solicitada, ya fue asumida por el Sujeto Obligado.

Por lo que, en primera instancia, referente a los numerales 1) y 6); correspondientes a los informes detallados de gestión administrativa y financiera presentados por cada titular, que incluyan metas, resultados, indicadores y programas implementados y los planes, programas estratégicos y presupuestarios vigentes, con indicadores de desempeño y reportes de avance relativos al periodo solicitado.

Así, el Manual para la Planeación, Programación y Presupuesto de Egresos Municipal para el ejercicio fiscal dos mil veinticinco, establece que el Presupuesto es la estimación financiera anticipada de los ingresos y egresos del gobierno, necesarios para cumplir con los objetivos establecidos; además, que el mismo involucra planes, políticas, programas, proyectos, estrategias y objetivos del municipio.

Conforme a lo anterior, el presupuesto debe cumplir con los propósitos de un programa determinado, que debe estar basado en resultados (PbRM), definido por el Glosario del Manual previamente referido, como los documentos diseñados para anotar sistemáticamente la información  de los programas a cargo de las dependencias generales y auxiliares y su correspondiente cuantificación en términos físicos y presupuestarios, lo que permite integrar el anteproyecto de presupuesto de egresos para el ejercicio correspondiente y la mecánica para su ejercicio, control y evaluación una vez que ha sido autorizado por las instancias correspondientes.

Ahora bien, el Manual para la Planeación, Programación y Presupuesto de Egresos Municipal previamente señalado, establece los formatos por que deben de integrar al Presupuesto de Egresos, conformado de tres etapas, por lo que, se tienen que generar los siguientes formatos:

1. PbRM-01a “Dimensión Administrativa del Gasto”;
2. PbRM-01b “Descripción del Programa presupuestario”;
3. PbRM-01c “Programa Anual de Metas de actividad por Proyecto”;
4. PbRM-01d “Ficha técnica de diseño de indicadores estratégicos o de gestión 2023”;
5. PbRM-01e “Matriz de Indicadores para Resultados por Programa presupuestario y Dependencia General”;
6. PbRM-02a “Calendarización de metas de actividad”;
7. PbRM-03a “Presupuesto de Ingresos Detallado”;
8. PbRM-03b “Carátula de Presupuesto de Ingresos”;
9. PbRM-04a “Presupuesto de Egresos Detallado”;
10. PbRM-04c “Egreso Global Calendarizado”;
11. PbRM-04d “Carátula de Presupuesto de Egresos”;
12. PbRM-05 “Tabulador de Sueldos”;
13. PbRM-06 “Programa Anual de Adquisiciones”;
14. PbRM-07a “Programa Anual de Obra”, y
15. PbRM-07b “Programa Anual de Obras (Reparaciones y Mantenimiento)”.

El Titular de la Unidad de Información, Planeación y Evaluación Municipal (UIPPE), remitió en formato PDF el documento denominado “Calendarización de metas de actividad por proyecto”, en el cual, se presenta la programación trimestral de metas físicas por unidad administrativa. Asimismo, incluye el formato: 

· PbRM 08c “Avance trimestral de metas físicas de actividad por proyecto”, correspondiente al primer trimestre del ejercicio fiscal 2025, documento que refleja el nivel de cumplimiento por dependencia y programa presupuestario. 

Respecto a los indicadores y sus resultados, adjuntó los formatos:
· PbRM 01e "Matriz de Indicadores para Resultados por Programa Presupuestario y Dependencia General", en el que se integran los indicadores de gestión y estratégicos vinculados al desempeño institucional. 
· PbRM 08b "Ficha Técnica de Seguimiento de Indicadores 2025", que permite visualizar de forma detallada los resultados obtenidos durante el primer trimestre en materia de desempeño institucional.

De este modo, se procede al análisis de la naturaleza de la información, por ello se debe partir de lo dispuesto en el artículo 95, fracciones I y IV de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, que le compete lo siguiente:

“Artículo 95.- Son atribuciones del tesorero municipal:
I. Administrar la hacienda pública municipal, de conformidad con las disposiciones legales aplicables;
…
IV. Llevar los registros contables, financieros y administrativos de los ingresos, egresos, e inventarios;
…”
(Énfasis añadido).

Bajo ese tenor, se reitera que la tesorería municipal es la responsable de llevar los registros contables, financieros y administrativos de los ingresos, egresos e inventarios, siendo claro que la respuesta primigenia fue emitida por el Servidor Público Habilitado competente, quien manifestó que la información estaría disponible hasta marzo del presente año.

Por su parte, los artículos 342, 343, 344 y 345 del Código Financiero del Estado de México y Municipios, disponen el sistema y las políticas que deben seguirse para llevar el registro contable y presupuestal de las operaciones financieras que llevan a cabo los Municipios del Estado de México, en los siguientes términos:

“Artículo 342.- El registro contable del efecto patrimonial y presupuestal de las operaciones financieras, se realizará conforme al sistema y a las disposiciones que se aprueben en materia de planeación, programación, presupuestación, evaluación y contabilidad gubernamental.
En el caso de los municipios, el registro a que se refiere el párrafo anterior, se realizará conforme al sistema y a las disposiciones en materia de planeación, programación, presupuestación, evaluación y contabilidad gubernamental, que se aprueben en el marco del Sistema de Coordinación Hacendaria del Estado de México.
Artículo 343.- El sistema de contabilidad debe diseñarse sobre base acumulativa total y operarse en forma que facilite la fiscalización de los activos, pasivos, ingresos, egresos y, en general, que posibilite medir la eficacia del gasto público, y contener las medidas de control interno que permitan verificar el registro de la totalidad de las operaciones financieras.
El sistema de contabilidad sobre base acumulativa total, se sustentará en las normas emitidas por el Consejo Nacional de Armonización Contable.
Artículo 344.- Los Entes Públicos, a través de cualquiera de sus unidades administrativas, de acuerdo con su naturaleza jurídica y según corresponda, registrarán contablemente el efecto patrimonial y presupuestal de las operaciones financieras que realicen, en el momento en que ocurran, con base en el sistema y políticas de registro establecidas, en el caso de los Municipios, se hará por la Tesorería.
Todo registro contable y presupuestal deberá estar soportado con los documentos comprobatorios originales o en medios electrónicos, los que deberán permanecer en custodia y conservación de los Entes Públicos a través de las unidades administrativas que ejercieron el gasto y a disposición de los Órganos de Fiscalización locales y federales, según corresponda, así como de los órganos internos de control, por un término de cinco años, contados a partir del ejercicio presupuestal siguiente al que corresponda, en el caso de los Municipios, dicha obligación corresponderá a la Tesorería.
Tratándose de documentos de carácter histórico, se estará a lo dispuesto por la legislación de la materia.
…
Artículo 345.- Las Dependencias y sus unidades administrativas; deberán conservar la documentación contable del año en curso y la de ejercicios anteriores, cuyas cuentas públicas hayan sido revisadas y fiscalizadas y la remitirán al Archivo Contable Gubernamental en un plazo que no excederá de seis meses. Tratándose de los comprobantes fiscales digitales, estos deberán estar agregados en forma electrónica a cada póliza de registro contable.
Los poderes Legislativo y Judicial, los Organismos Autónomos y las Entidades Públicas, de acuerdo con su naturaleza jurídica y según corresponda, deberán conservar la documentación contable del año en curso y la de ejercicios anteriores, cuyas cuentas públicas hayan sido revisadas y fiscalizadas, en sus propios Archivos Contables. Tratándose de los comprobantes fiscales digitales, estos deberán estar agregados en forma electrónica a cada póliza de registro contable.
El plazo señalado en este artículo empezará a contar a partir de la publicación en el Periódico Oficial, del decreto correspondiente.”

De una interpretación sistemática de los artículos transcritos, se desprende, primeramente, que el registro contable del efecto patrimonial y presupuestal de las operaciones financieras se realizará conforme al sistema y a las disposiciones que se aprueben en materia de planeación, programación, presupuestación, evaluación y contabilidad gubernamental.

En ese sentido, el Código Financiero del Estado de México y Municipios establece la obligación de los Municipios para llevar los registros contables y presupuestales; también lo es que, dicho ordenamiento jurídico no establece que debemos entender por registro contable y presupuestal; sin embargo, el “Glosario de Términos para el Proceso de Planeación, Programación, Presupuestación y Evaluación en la Administración Pública”[footnoteRef:2], elaborado por el Grupo de Trabajo de Sistemas de Información Financiera, Contable y Presupuestal de la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales del Instituto para el Desarrollo Técnico de las Haciendas Públicas, INDETEC, señalan las siguientes definiciones de las palabras registro contable y registro presupuestario: [2:  Consultable en: 
https://www.indetec.gob.mx/delivery?srv=0&sl=3&path=/biblioteca/Especiales/386_Glosario_Terminos_Proceso_Planeacion.pdf ] 


“REGISTRO CONTABLE
Asiento que se realiza en los libros de contabilidad de las actividades relacionadas con el ingreso y egresos de un ente económico.”

“REGISTRO PRESUPUESTARIO
Asiento contable de las erogaciones realizadas por las dependencias y entidades con relación a la asignación, modificación y ejercicio de los recursos presupuestarios que se les hayan autorizado.”

Como bien se desprende de las definiciones, los registros contables y presupuestarios son asientos o anotaciones contables que se realizan tanto de los ingresos como de los egresos, a decir se trata de un control financiero en el que se reconoce la obligación del Tesorero de llevar dicho registro.

Por otra parte, se establece que el sistema de contabilidad sobre base acumulativa total se sustentará en los principios de contabilidad gubernamental.

Atento a lo anterior, como ya ha sido mencionado en la normatividad antes citada, todo registro contable y presupuestal deberá estar soportado con los documentos comprobatorios originales, como lo son las facturas o comprobantes fiscales digitales por internet, mismos que deberán permanecer en custodia y conservación de la Unidad Administrativa correspondiente y a disposición del Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México; por un término de cinco años contados a partir del ejercicio presupuestal siguiente al que corresponda, tal y como se establece en el Código Financiero del Estado de México en su artículo 344 antes citado, y que se tiene por reproducido en el presente apartado. 
De forma que, existe una fuente obligacional para que el Sujeto Obligado genere, posea o administre la información solicitada, teniendo que en el caso en particular el Sujeto Obligado informó que la información solicitada forma parte del primer informe trimestral 2025 que se entregara al Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México, por lo que a la fecha de la solicitud no cuenta con la información al treinta de junio de dos mil veinticinco. 

En ese tenor, es conveniente traer a contexto lo dispuesto por los LINEAMIENTOS, FECHAS DE CAPACITACIÓN Y CALENDARIZACIÓN PARA LA INTEGRACIÓN Y PRESENTACIÓN DE LOS INFORMES TRIMESTRALES ESTATALES Y MUNICIPALES DEL EJERCICIO FISCAL 2025, DE LAS ENTIDADES FISCALIZABLES DEL ESTADO DE MÉXICO, del que se advierte que el Informe Trimestral es el documento físico y/o electrónico que cada tres meses, dentro de los primeros veinte días hábiles, posteriores al término del periodo a informar, presentan las Entidades Fiscalizables a través de la Secretaría de Finanzas y las Tesorerías Municipales; o en su caso, las áreas competentes, al Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México para su análisis y evaluación, respecto a la situación económica, presupuestal, patrimonial, financiera, de obra pública y deuda pública.

Ahora bien, cabe recordar que la información que desea conocer la parte Recurrente forma parte de primer y segundo informe trimestral de 2025, de este modo este será entregado junto con la cuenta pública del ejercicio fiscal 2025 en el año inmediato siguiente, tal y como se observa a continuación: 
[image: ][image: ]
En ese sentido los Lineamientos para la Integración, Entrega y Envió de la Cuenta Pública Municipal 2025 de las Entidades Fiscalizables del Estado de México, señala que las cuentas públicas de los Municipios y organismos descentralizados, del ejercicio fiscal inmediato anterior, se presentarán dentro de los 15 primeros días del mes de marzo de cada año, en el entendido de que, si el día del vencimiento del plazo señalado corresponde a un día inhábil, se podrá presentar al día hábil inmediato siguiente. Por lo anterior, se emite el siguiente Acuerdo: 

[image: ] 

De este modo, las entidades fiscalizables tendrán del 04 al 11 de agosto del año dos mil veinticinco para poder remitir el segundo informe trimestral, el cual incluye los registros contables de los meses de abril, mayo y junio de dos mil veinticinco, por lo que, si la solicitud que nos ocupa ingresó el 20 de junio de 2025, el Sujeto Obligado aún se encontraba dentro del término contemplado por ley para poder generar la información. 

Robusteciendo lo anterior, el artículo 51 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental establece: 

“Artículo 51.- La información financiera que generen los entes públicos en cumplimiento de esta Ley será organizada, sistematizada y difundida por cada uno de éstos, al menos, trimestralmente en sus respectivas páginas electrónicas de internet, a más tardar 30 días después del cierre del período que corresponda, en términos de las disposiciones en materia de transparencia que les sean aplicables y, en su caso, de los criterios que emita el consejo. La difusión de la información vía internet no exime los informes que deben presentarse ante el Congreso de la Unión y las legislaturas locales, según sea el caso.”

Por lo que, en atención al precepto citado, el Sujeto Obligado a la fecha de la presentación de la solicitud aún se encontraba en término para organizar, sistematizar y difundir la información, ello en atención a que la información a analizar debe ceñirse a la fecha de la presentación de la solicitud, en consecuencia, se configura como un hecho futuro al considerarse como información que aún no se ha generado. 

En ese sentido la información sobre hechos que aún no se han generado debido a la temporalidad respecto a la solicitud, son hechos futuros; por lo que no es procedente que los sujetos obligados proporcionen dicha información, siendo aplicable la tesis con número de registro digital 209001 emitida por el Poder Judicial de la Federación, que dispone lo siguiente:

ACTOS FUTUROS DE REALIZACION INCIERTA. NO PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO CONTRA LOS. Contra actos futuros de realización incierta no procede el juicio de garantías.

En ese sentido, no es procedente la exigencia del hoy Recurrente de que el Sujeto Obligado atienda su solicitud, pues esa autoridad únicamente está constreñida a proporcionar la información pública que genere en uso de sus atribuciones de derecho público con anterioridad a la fecha de la solicitud de información.

Por lo anterior, toda vez que, el Sujeto Obligado a través de su unidad administrativa competente, refirió que a la fecha de la solicitud aun no contaba con la información solicitada, por corresponder al segundo informe trimestral que se entregará al Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México en los meses de abril, mayo y junio de 2025, se determina que, están colmados dichos puntos, con la información remitida en respuesta. 
Ahora bien, en segundo plano, tenemos lo referente a la documentación completa y certificada sobre el ejercicio presupuestal, incluyendo: 

· Presupuestos asignados, autorizados, ejercidos y devengados.
· Informes trimestrales y semestrales de ejecución presupuestal.
· Contratos, licitaciones públicas, adjudicaciones directas, convenios y cualquier otro instrumento jurídico que haya implicado erogación de recursos públicos, con detalle de montos, beneficiarios, y fundamentación jurídica.
· Copias certificadas de actos administrativos y resoluciones emanadas de cada titular que impliquen ejercicio de facultades y atribuciones, tales como nombramientos, autorizaciones, licencias, permisos, reasignaciones presupuestales, entre otros.

Por lo anterior, la Unidad de Transparencia, informó que dicha información, se podrá entregar físicamente en Copias Certificadas previo pago de los derechos correspondientes, de conformidad con lo establecido en el artículo 174 Fracción III y Párrafo Segundo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

En ese sentido para que este Ayuntamiento pueda expedir Copias Certificadas es necesario realizar el pago de las cuotas de los derechos establecidas en el Artículo 148 Fracción II inciso A y B del Código Financiero del Estado de México y Municipios.

Las copias certificadas que se solicitan, constan de una primera hoja y 65 subsecuentes, por lo que se le requiere cubrir el pago de $3,162.8287 (Tres mil ciento sesenta y dos pesos 82/100 M.N.).

El pago de los derechos deberá realizarse en ventanilla de las Instalaciones de la Tesorería Municipal del Ayuntamiento de El Oro, México, ubicada en Av. Del Ferrocarril s/n Parte Alta del Mercado Municipal “Álvaro Obregón” indicando la cantidad total de fojas y como concepto de pago: “EXPEDICIÓN DE CERTIFICACIÓN DE DOCUMENTOS”.

Una vez realizado el pago, deberá entregar el recibo original en la oficina de la Unidad de Transparencia del Ayuntamiento de El Oro, México, ubicada en Av. Del Ferrocarril s/n Parte Alta del Mercado Municipal “Álvaro Obregón” en un horario de lunes a viernes de 9:00 a 15:00 horas, donde el personal le hará entrega de la información solicitada impresa y certificada.

Visto lo anterior, es importante mencionar que, para la expedición de las copias será necesario que el Sujeto Obligado aplique lo establecido en los Lineamientos para la recepción, trámite y resolución de las solicitudes de acceso a la información, así como de los recursos de revisión, que deberán observar los Sujetos Obligados por la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios[footnoteRef:3], mismos que se transcriben a continuación: [3:  En atención al TRANSITORIO CUARTO de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el cual se menciona que se derogan las disposiciones de igual o menor jerarquía que se opongan a la misma, en consecuencia los lineamientos que se trascriben al no oponerse a la Ley de la materia seguirán vigentes. ] 


“TREINTA Y OCHO. Las Unidades de Información tramitarán las solicitudes de información pública internamente de la siguiente forma: 
(…)
d) Hecho lo anterior la Unidad de Información emitirá el oficio de respuesta correspondiente en donde se deberá precisar: (…)

f) El costo total por la reproducción de la información, en caso de que así la hubiere solicitado, si técnicamente le fuera factible su reproducción, así como la orientación respecto al lugar y el procedimiento para realizar el pago correspondiente...”

“CINCUENTA Y CINCO. En caso de que el particular hubiera solicitado, copias simples, copias certificadas o cualquier otro medio en el cual se encuentre la información, se deberá exhibir previamente el pago correspondiente o, en su caso, el medio magnético en el cual hubiere solicitado la información, si técnicamente fuera factible su reproducción a efecto de que pueda ser entregada en los medios solicitados.”

El recibo de pago, así como la constancia de entrega del medio magnético por parte del solicitante a la Unidad de Información, deberán agregarse al expediente electrónico.

“CINCUENTA Y SEIS. El costo por la reproducción de la información se sujetará a las disposiciones del Código Financiero del Estado de México y Municipios y demás normatividad aplicable.”

De los preceptos anteriores se desprende que corresponde a la Unidad de Información ahora Unidad de Transparencia[footnoteRef:4] que cuente con la información motivo de la solicitud de acceso de que se trate, referir en el oficio que emita en respuesta a la misma, el costo total de reproducción de la información, así como la referencia del lugar y el procedimiento correspondiente para efectuar el pago respectivo, toda vez que cuando se soliciten copias ya sean simples o certificadas se deberá de exhibir previamente el pago correspondiente para que proceda su entrega, el cual será agregado al expediente electrónico, sujetándose para el establecimiento del costo en las disposiciones que para tal supuesto se prevén en el Código Financiero del Estado de México y Municipios, así como en la normatividad aplicable. [4:  De acuerdo a la fracción XLIV del artículo 3 de la Ley de Transparencia vigente en la entidad: “Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: XLIV. Unidad de transparencia: La establecida por los sujetos obligados para ingresar, actualizar y mantener vigente las obligaciones de información pública en sus respectivos portales de transparencia; tramitar las solicitudes de acceso a la información pública…”] 


Lo anterior en armonía con lo establecido en los artículos 17 y 174, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, que señala lo siguiente:

“Artículo 17. La búsqueda y acceso a la información es gratuita y solo se cubrirán los gastos de reproducción, o por la modalidad de entrega solicitada, así como por el envío, que en su caso se genere, de conformidad con los derechos, productos y aprovechamientos establecidos en la legislación aplicable, sin que exceda de los límites establecidos en la presente Ley.”

“Artículo 174. En caso de existir costos para obtener la información deberán cubrirse de manera previa a la entrega y no podrán ser superiores a la suma de: 

I. El costo de los materiales utilizados en la reproducción de la información; 
II. El costo de envío, en su caso; y 
III. El pago de la certificación de los documentos, cuando proceda. 

Las cuotas de los derechos aplicables deberán establecerse, en su caso, en el Código Financiero del Estado de México y Municipios y demás disposiciones jurídicas aplicables, las cuales se publicarán en los sitios de internet de los sujetos obligados. En su determinación se deberá considerar que los montos permitan o faciliten el ejercicio del derecho de acceso a la información. 

Los sujetos obligados a los que no les sea aplicable el Código Financiero del Estado de México y Municipios deberán establecer cuotas que no sean mayores a las dispuestas en dicho ordenamiento. 

La información deberá ser entregada sin costo, cuando implique la entrega de no más de veinte hojas simples. Las unidades de transparencia podrán exceptuar el pago de reproducción y envío atendiendo a las circunstancias socioeconómicas del solicitante, en términos de los lineamientos que expida el Instituto.”

Por lo anterior, se advierte que, respecto de los costos de reproducción, como fue mencionado, el Código Financiero del Estado de México y Municipios establece que, el pago de derechos corresponde a la recepción de un servicio que presta el Estado en sus funciones de derecho público, entre los que se encuentra la expedición de copias certificadas.

En este sentido, la modalidad seleccionada por la parte Recurrente se encuentra regulada por el Código Financiero del Estado de México y Municipios en su artículo 148 fracción II, porción normativa que dispone a la literalidad lo siguiente:
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Asimismo, es menester señalar que la copia simple localizada por el Sujeto Obligado puede dar cuenta de lo solicitado y es posible su entrega en copia certificada, dado que da cuenta de su existencia en los archivos del Sujeto Obligado, al respecto, se trae al estudio el Criterio Orientador, con clave de control SO/006/2017, emitido por el entonces INAI, que prevé lo siguiente:

“Copias certificadas, como modalidad de entrega en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública corrobora que el documento es una copia fiel del que obra en los archivos del sujeto obligado. Los artículos 125, fracción V y 136 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, prevén que el acceso a la información se dará en la modalidad de entrega elegida por los solicitantes, como lo es, en copia certificada. Considerando que el artículo 1° de la Ley en cita tiene como finalidad proveer lo necesario para garantizar el acceso de toda persona a la información en posesión de los sujetos obligados del ámbito federal, la certificación en materia de transparencia y acceso a la información tiene por efecto constatar que la copia certificada entregada es una reproducción fiel del documento -original o copia simple- que obra en los archivos del sujeto obligado. En ese orden de ideas, la certificación, para efectos de acceso a la información, a diferencia del concepto que tradicionalmente se ha sostenido en diversas tesis del Poder Judicial de la Federación, no tiene como propósito que el documento certificado haga las veces de un original, sino dejar evidencia de que los documentos obran en los archivos de los sujetos obligados, tal como se encuentran.”

Así pues, es posible la certificación de copias simples, dado que, en el ejercicio de nuestra materia, la certificación no debe ser entendida en el marco de que haga las veces de un original, sino que, da cuenta de que la documentación se encuentra en los archivos del Sujeto Obligado en los términos antes descritos; por tanto, en el presente caso es dable la entrega de las copias certificadas de una copia simple que obre en sus archivos. 

Cabe precisar que es criterio mayoritario de este Pleno que las copias certificadas se atiendan conforme a lo dispuesto en los costos de reproducción que determina el Código Financiero del Estado de México y Municipios y demás normatividad aplicable, por tanto, la entrega de las copias certificadas debe atender a los costos correspondientes. 
De conformidad con lo anterior, el Sujeto Obligado en su respuesta, informó lo siguiente:
	Elementos considerados para la entrega de la información en copias certificadas
	Respuesta emitida por parte del Sujeto Obligado
	Cumplimiento

	Referencia del lugar y el procedimiento correspondiente para efectuar el pago respectivo, toda vez que cuando se soliciten copias ya sean simples o certificadas se deberá de exhibir previamente el pago correspondiente para que proceda su entrega
	El pago de los derechos deberá realizarse en ventanilla de las instalaciones de la Tesorería Municipal del Ayuntamiento de El Oro, México, ubicada en Av. Del Ferrocarril s/n Parte Alta del Mercado Municipal “Álvaro Obregón” indicando la cantidad total de fojas y como concepto de pago: “EXPEDICIÓN DE CERTIFICACIÓN DE DOCUMENTOS”.

Una vez realizado el pago, deberá entregar el recibo original en la oficina de la Unidad de Transparencia del Ayuntamiento de El Oro, México, ubicada en Av. Del Ferrocarril s/n Parte Alta del Mercado Municipal “Álvaro Obregón” en un horario de lunes a viernes de 9:00 a 15:00 horas, donde el personal le hará entrega de la información solicitada impresa y certificada.
	Sí

	Costo total de reproducción de la información.
	Las copias certificadas que se solicitan, constan de una primera hoja y 65 subsecuentes, por lo que se le requiere cubrir el pago de $3,162.8287 (Tres mil ciento sesenta y dos pesos 82/100 M.N.).
	Sí



Visto lo anterior, es importante mencionar que, el Sujeto Obligado informó el horario, lugar, así como, el costo de la certificación de la información solicitada; así que, de conformidad con la Ley en la materia, los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones; sin embargo, tampoco prohíbe que se realice dicho procesamiento.

Así que, la información pública es la contenida en los documentos que los Sujetos Obligados generan en ejercicio de sus atribuciones, siendo así que dichos documentos se constituyen por los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los Sujetos Obligados, sus servidores públicos e integrantes, sin importar su fuente o fecha de elaboración, siendo que dichos documentos pueden estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico; y el derecho de acceso a la información es la facultad que tiene toda persona para acceder a la información pública generada o en poder de los Sujetos Obligados conforme a la Ley de la materia.

Por lo que, dichos puntos quedan colmados con lo referido en respuesta por parte del Sujeto Obligado; 

En tercer plano, tenemos el punto concerniente al registro completo y justificado de incidencias administrativas, tales como: Licencias, permisos, comisiones oficiales y ausencias justificadas e injustificadas.

Por lo que, mediante el oficio número OM/187/2025, el Oficial Mayor remitió diecisiete oficios firmados por el Titular del Departamento de Recursos Humanos, mediante los cuales, autorizaba los días económicos de diversos servidores públicos.

Adicionalmente, remitió tres relaciones de servidores públicos en las que se establecen las inasistencias de trece servidores públicos sin justificar; así como de veintiocho servidores públicos por ausencia justificada por incapacidad médica, de conformidad con las siguientes capturas de pantalla:
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De conformidad con lo anterior, se reitera que, la información pública es la contenida en los documentos que los Sujetos Obligados generan en ejercicio de sus atribuciones, siendo así que dichos documentos se constituyen por los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los Sujetos Obligados, sus servidores públicos e integrantes, sin importar su fuente o fecha de elaboración, siendo que dichos documentos pueden estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico; y el derecho de acceso a la información es la facultad que tiene toda persona para acceder a la información pública generada o en poder de los Sujetos Obligados conforme a la Ley de la materia.

Por lo que, dicho punto queda colmado con lo referido en respuesta por parte del Sujeto Obligado; 

Finalmente, en relación a los puntos referentes a las sanciones, amonestaciones o procedimientos disciplinarios en curso o concluidos durante el periodo referido y la relación documental de denuncias, quejas, auditorías internas o externas, inconformidades y procedimientos de control realizados a cada dependencia, así como sus resultados y acciones correctivas derivadas.

El Titular del Órgano Interno de Control, informó que, las quejas o denuncias presentadas ante este Órgano Interno de Control, contienen nombre del servidor público denunciado, nombre y datos personales del quejoso o denunciante y descripción de los hechos, por ello se informa que este sujeto obligado, únicamente se encuentra obligado a proporcionar información de los procedimientos administrativos CONCLUIDOS, en términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas del  Estado de México, y clasificar como reservados los que se encuentren en TRÁMITE. 

Por lo cual, informa que, la relación de procedimientos administrativos, es información clasificada como reservada, y hasta el momento no se cuenta con resoluciones sobre las denuncias, quejas e inconformidades, ya que se encuentran en TRÁMITE, es decir, no se cuenta con los procedimientos concluidos. 

Por lo que, remitió el Acta de la Octava Sesión Ordinaria de fecha 01 de julio de 2025, mediante la cual, el Comité de Transparencia, clasificó la información como RESERVADA, la información referente a los procedimientos administrativos en trámite, por un periodo de tres años. 

Así mismo hizo del conocimiento que, no se han llevado a cabo auditorías externas por parte del OSFEM, ni internas por ese Órgano Interno de Control.

Visto lo anterior, y tratándose de temas de sanciones interpuestas a algún servidor público de dicha administración; conforme a lo anterior, se advierte que, si bien el Sujeto Obligado se pronunció respecto de la información relacionada con lo solicitado, lo cierto es que no atiende el presente requerimiento, por lo que, este Instituto resalta que, por regla general, toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública, debemos considerar que también hay excepciones, es decir, que se trate de información clasificada (confidencial o reservada), en cuyo caso, se restringirá, excepcionalmente, el acceso conforme a lo señalado en la ley en la materia; entendiendo a esta información, de conformidad con el artículo 3, fracciones XXI, XXIII y XXIV, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de la siguiente manera:

· Información confidencial: Se considera como información confidencial los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos.
· Información privada: La contenida en documentos públicos o privados que refiera a la vida privada y/o los datos personales, que no son de acceso público.
· Información reservada: La clasificada con este carácter de manera temporal por las disposiciones de esta Ley, cuya divulgación puede causar daño en términos de lo establecido por esta Ley.

En resumen, se determina que, excepcionalmente, la información pública, podrá ser clasificada como RESERVADA temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por la Ley de Transparencia; así como CONFIDENCIAL, tratándose principalmente de aquella que refiera a la información privada y datos personales concernientes a una persona física.
Así, se tiene que los sujetos obligados deben garantizar el derecho de acceso a la información pública, pero también tienen la obligación de proteger los datos personales contenidos en la información en su poder, así como aquella que recaiga en alguna causal de reserva que señale la Ley. 

En ese contexto, resulta necesario analizar el Acta remitida en respuesta por el Sujeto Obligado, mediante la cual se aprobó la RESERVA de la información, a fin de establecer si se cumplieron cabalmente con las formalidades exigidas por la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, vigente a la fecha de la solicitud; los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas; y la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.
En virtud de lo anterior, resulta oportuno referir que la clasificación es un acto administrativo mediante el cual se restringe el derecho de acceso a la información, mediante el cual los Sujetos Obligados determinan que la información requerida actualiza alguno de los supuestos de confidencialidad o RESERVA, de acuerdo con las bases y los principios inmersos en la normatividad aplicable. 

Para realizar la reserva de la información no basta con exponer alguna de las causales previstas en la Ley de Transparencia local, en sentido contrario dicha valoración debe de realizarse a través de la “prueba de daño” que consiste en exponer los argumentos y razones, basados en elementos objetivos o verificables, a partir de los cuales se derive que la divulgación de información, en particular, puede afectar, poner en riesgo o dañar el interés protegido. 

Para aplicar la prueba de daño, se deberán de precisar las razones objetivas por las que la apertura genera una afectación, acreditando que: 

· La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable del perjuicio significativo al interés público o a la seguridad pública; 
· El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda; y 
· La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio. 
Sobre el primer supuesto consideremos que, según el diccionario del español jurídico, por riesgo podemos entender “la contingencia o proximidad de un daño”,[footnoteRef:5] mientras que el daño es considerado como un “perjuicio o lesión”[footnoteRef:6], mientras que, según el Diccionario de la Lengua Española, lo real es lo “(q)ue tiene existencia objetiva”,[footnoteRef:7] mientras que lo demostrables es, según la misma fuente, aquello que se puede demostrar,[footnoteRef:8]es decir, manifestar, declarar. Probar, sirviéndose de cualquier género de demostración, enseña (mostrar o exponer algo)”.[footnoteRef:9] Mientras que lo identificable es lo que puede ser identificado,[footnoteRef:10] esto es, “(d)ar los datos necesarios para ser reconocido”.[footnoteRef:11] [5:  http://dej.rae.es/#/entry-id/E216930 ]  [6:  http://dej.rae.es/#/entry-id/E87450 ]  [7:  http://dle.rae.es/?id=VGqyuLj|VGtxgAo|VGuc9Wg ]  [8:  http://dle.rae.es/?id=CAjNzMR ]  [9:  http://dle.rae.es/?id=CAqWkEB ]  [10:  http://dle.rae.es/?id=KtnHLLd ]  [11:  http://dle.rae.es/?id=KtpfgjV ] 


Por lo que entonces, el primer supuesto de la prueba de daño consiste en acreditar que la entrega de la información provoca tres aspectos concurrentes: 1) la contingencia o proximidad de un daño, un perjuicio o lesión que tiene existencia objetiva, que se puede manifestar, declarar o probar mediante cualquier género de demostración a partir de proporcionar datos necesarios para reconocer el daño, perjuicio o lesión que provocaría a un interés público o a la seguridad pública.

Identificado ese riesgo, se debe demostrar que el mismo supera el interés público general porque se difunda dicha información. 

Y, por último,  que la limitación es acorde con el principio de proporcionalidad, para ello, se sugiere emplear los tres juicios propuestos por la Corte Constitucional Colombiana[footnoteRef:12], siguiendo el principio de ponderación propuesto por el Tribunal Constitucional Alemán,[footnoteRef:13] el juicio de idoneidad, que la medida adoptada sea la idónea para el ejercicio del derecho; de necesidad, que sea necearía para que el derecho que prevalece se ejerza y el de estricta proporcionalidad esto es, que el derecho que prevalezca sea en la dimensión estrictamente proporcional al derecho que retrocede. [12:  “En las sentencias C-093 de 2001 y C-671 de 2001, se explicó el alcance de este tipo de escrutinio, denominado test integrado de igualdad: "[a] fin de determinar si el trato discriminatorio vulnera el derecho fundamental a la igualdad, la Corte ha elaborado un modelo de análisis que integra el juicio de proporcionalidad y el test de igualdad. Lo que en este modelo se hace, básicamente, es retomar y armonizar los elementos del test o juicio de proporcionalidad europeo con los aportes de la tendencia estadounidense. Así, se emplean las etapas metodológicas del test europeo, que comprende las siguientes fases de análisis: (i) se examina si la medida es o no adecuada, es decir, si constituye o no un medio idóneo para alcanzar un fin constitucionalmente válido; (ii) se analiza si el trato diferente es o no necesario o indispensable; y (iii) se realiza un análisis de proporcionalidad en estricto sentido, para determinar si el trato desigual no sacrifica valores y principios constitucionales que tengan mayor relevancia que los alcanzados con la medida diferencia. De otra parte, se toman los distintos niveles de intensidad en la aplicación de los escrutinios o tests de igualdad. Dichos niveles pueden variar entre (i) estricto, en el cual el trato diferente debe constituir una medida necesaria para alcanzar un objetivo constitucionalmente imperioso; (ii) intermedio, es aquel en el cual el fin debe ser importante constitucionalmente y el medio debe ser altamente conducente para lograr el fin propuesto; y (iii) flexible o de mera razonabilidad, es decir que es suficiente con que la medida sea potencialmente adecuada para alcanzar un propósito que no esté prohibido por el ordenamiento. Lo anterior debe tener aplicación, según el carácter de la disposición legislativa o la medida administrativa atacada". El test integrado fue aplicado en un caso de discriminación por VIH en la sentencia T-376 de 2013.” Citado en Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Gonzales Lluy y otros contra Ecuador. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 01 de septiembre de 2015. Párr. 256.  ]  [13:  Tribunal Constitucional Alemán. Resolución sobre los soldados son asesinos, de 10 de octubre de 1995 (BVerfGE 93, 266). En ALÁEZ CORRAL, Benito y ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Leonardo. Las decisiones básicas del Tribunal Constitucional Federal Alemán en las encrucijadas del cambio de milenio. Ed. Centro de Estudios Políticos y Constitucionales y boletín oficial del Estado, Madrid, 2008. Pp. 1045-1096.] 

Es así como, al configurarse tales requisitos, se otorga certidumbre jurídica y se protege la esfera más íntima del derecho humano constitucional y convencionalmente reconocido. Los acuerdos de reserva deberán de cumplir con los siguientes parámetros de forma y fondo: 

En virtud de lo anterior, se desprende que los Acuerdos de Reserva deberán de cumplir parámetros de forma y fondo, los cuales se abordan a continuación:

	
	Cumplió:
	Contenido

	Número de folio de la solicitud
	Sí
	[image: ]

	Referencia de la información solicitada
	No
	

	Causal aplicable del artículo 113 de la Ley General, vinculándola con el Lineamiento específico del presente ordenamiento y, cuando corresponda, el supuesto normativo que expresamente le otorga el carácter de información reservada
	No
	

	Fundamento y Motivación Legal
	Parcialmente
	[image: ]
[image: ]

	Conexión entre los fundamentos y motivos que dieron origen a la Reserva de la información

	Sí
	[image: ]

	Prueba de Daño

	Riesgo Real, Demostrable e Identificable
(Modo, Tiempo y Lugar)
	Parcialmente
	[image: ]

	Temporalidad de la Reserva de la información
	Sí
	[image: ]

	Autoridades competentes.
	Sí
	[image: ]



Debido a lo anterior, se destaca que la metodología necesaria para clasificar la información como RESERVADA se desprende inicialmente de identificar las causales aplicables y de desentrañar la naturaleza de la información requerida, destacando que no fue abordada de manera diligente. 
Por lo que, el derecho de acceso a la información cobra una relevancia trascendental para la sociedad en general, ya que a través del ejercicio de éste se puede conocer información relacionada por ejemplo con violaciones a derechos humanos o hechos de corrupción, que además resulta de mayor interés encuadrando en los artículos 3, fracción XXII y 9, fracción VII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México, este Instituto establece como:

“Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
(…)
XXII. Información de interés público: Se refiere a la información que resulta relevante o beneficiosa para la sociedad y no simplemente de interés individual, cuya divulgación resulta útil para que el público comprenda las actividades que llevan a cabo los sujetos obligados
(…)
Artículo 9. El Instituto deberá regir su funcionamiento de acuerdo a los siguientes principios:
(…)
VII. Máxima Publicidad: Toda la información en posesión de los sujetos obligados será pública, completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro régimen de excepciones que deberán estar definidas y ser además legítimas y estrictamente necesarias en una sociedad democrática;” (Sic)


Por tal motivo, se colige que el Sujeto Obligado no motivó ni fundamentó adecuadamente la referida clasificación, al omitir precisar las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron al Sujeto Obligado a concluir que el caso concreto, se ajusta a los supuestos previstos en la normatividad legal invocada como fundamento; es por ello que, la prueba de daño realizada, no justifica las razones, motivos y circunstancias que avalen que la divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio significativo al interés público o a la seguridad nacional y que el riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda, y que la limitación se adecuada al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio.

Para aplicar la prueba de daño, se deberán de precisar las razones objetivas por las que la apertura genera una afectación, acreditando que:

I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable del perjuicio significativo al interés público o a la seguridad pública; 
II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda; y 
III. La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio. 

Por lo que entonces, el primer supuesto de la prueba de daño consiste en acreditar que la entrega de la información provoca tres aspectos concurrentes: 1) la contingencia o proximidad de un daño, un perjuicio o lesión que tiene existencia objetiva, que se puede manifestar, declarar o probar mediante cualquier género de demostración a partir de proporcionar datos necesarios para reconocer el daño, perjuicio o lesión que provocaría a un interés público o a la seguridad pública.

Identificado ese riesgo, se debe demostrar que el mismo supera el interés público general porque se difunda dicha información. 

Y, por último, que la limitación es acorde con el principio de proporcionalidad, para ello, se sugiere emplear los tres juicios propuestos por la Corte Constitucional Colombiana[footnoteRef:14], siguiendo el principio de ponderación propuesto por el Tribunal Constitucional Alemán,[footnoteRef:15] el juicio de idoneidad, que la medida adoptada sea la idónea para el ejercicio del derecho; de necesidad, que sea necearía para que el derecho que prevalece se ejerza y el de estricta proporcionalidad esto es, que el derecho que prevalezca sea en la dimensión estrictamente proporcional al derecho que retrocede. [14:  “En las sentencias C-093 de 2001 y C-671 de 2001, se explicó el alcance de este tipo de escrutinio, denominado test integrado de igualdad: "[a] fin de determinar si el trato discriminatorio vulnera el derecho fundamental a la igualdad, la Corte ha elaborado un modelo de análisis que integra el juicio de proporcionalidad y el test de igualdad. Lo que en este modelo se hace, básicamente, es retomar y armonizar los elementos del test o juicio de proporcionalidad europeo con los aportes de la tendencia estadounidense. Así, se emplean las etapas metodológicas del test europeo, que comprende las siguientes fases de análisis: (i) se examina si la medida es o no adecuada, es decir, si constituye o no un medio idóneo para alcanzar un fin constitucionalmente válido; (ii) se analiza si el trato diferente es o no necesario o indispensable; y (iii) se realiza un análisis de proporcionalidad en estricto sentido, para determinar si el trato desigual no sacrifica valores y principios constitucionales que tengan mayor relevancia que los alcanzados con la medida diferencia. De otra parte, se toman los distintos niveles de intensidad en la aplicación de los escrutinios o tests de igualdad. Dichos niveles pueden variar entre (i) estricto, en el cual el trato diferente debe constituir una medida necesaria para alcanzar un objetivo constitucionalmente imperioso; (ii) intermedio, es aquel en el cual el fin debe ser importante constitucionalmente y el medio debe ser altamente conducente para lograr el fin propuesto; y (iii) flexible o de mera razonabilidad, es decir que es suficiente con que la medida sea potencialmente adecuada para alcanzar un propósito que no esté prohibido por el ordenamiento. Lo anterior debe tener aplicación, según el carácter de la disposición legislativa o la medida administrativa atacada". El test integrado fue aplicado en un caso de discriminación por VIH en la sentencia T-376 de 2013.” Citado en Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Gonzales Lluy y otros contra Ecuador. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 01 de septiembre de 2015. Párr. 256.  ]  [15:  Tribunal Constitucional Alemán. Resolución sobre los soldados son asesinos, de 10 de octubre de 1995 (BVerfGE 93, 266). En ALÁEZ CORRAL, Benito y ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Leonardo. Las decisiones básicas del Tribunal Constitucional Federal Alemán en las encrucijadas del cambio de milenio. Ed. Centro de Estudios Políticos y Constitucionales y boletín oficial del Estado, Madrid, 2008. Pp. 1045-1096.] 


Es así que, al configurarse tales requisitos, se otorga certidumbre jurídica y se protege la esfera más íntima del derecho humano constitucional y convencionalmente reconocido. 

Por todo lo antes señalado, se reitera que el Sujeto Obligado omitió expresar los razonamientos lógicos jurídicos que motiven y fundamenten la RESERVA de la información, lo cual resulta necesario para acreditar que efectivamente la publicidad de la información causa un perjuicio o daño que supera al interés público y, en consecuencia, otorgar la debida certeza de que la reserva de la información es procedente.

Por lo anterior, la clasificación como reservada de la información no se encuentra debidamente sustentada, por lo que es procedente modificar la respuesta proporcionada y ordenar la presentación del Acuerdo de Clasificación correspondiente, con el cual se deberá fundamentar y motivar adecuadamente la clasificación de la información solicitada por el Recurrente, con la finalidad de dar cumplimiento a los principios de certeza jurídica, máxima publicidad y pro persona que establecen los artículos 4 y 9 fracciones I, VII y VIII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

En ese tenor y de acuerdo a la interpretación en el orden administrativo que le da la Ley de la materia a este Instituto específicamente, en términos de su artículo 36, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, a efecto de salvaguardar el derecho de acceso a la información pública consignado a favor del Recurrente.

Asimismo, se debe precisar que la clasificación de la información no se da por el simple mandato de la Ley, sino que es necesario que el Sujeto Obligado deba atender los dispuesto por la Ley de la materia al momento de clasificar algún documento o información, ya sea total o parcialmente, ya que dicha clasificación es una labor en conjunto de los servidores públicos habilitados, de las Unidades de Transparencia y del Comité de Transparencia del Sujeto Obligado, teniendo los servidores públicos habilitados el deber de presentar ante la Unidad de Transparencia la propuesta de clasificación de la información, para que ésta se presente ante el Comité de Transparencia con la finalidad de que, de resultar procedente el proyecto de clasificación de la información, el Comité apruebe, modifique o revoque la clasificación de la información solicitada.

Ahora bien, para el caso de la información de carácter reservada, se debe atender a lo establecido en los artículos 122, 125, 126, 127, 128, 129, 130, 131, 132, 133, 134, 135, 137, 140 y141 de la Ley de Transparencia Estatal, que a la letra estipulan lo siguiente:

Artículo 122. La clasificación es el proceso mediante el cual el sujeto obligado determina que la información en su poder actualiza alguno de los supuestos de reserva o confidencialidad, de conformidad con lo dispuesto en el presente título.
 
Los supuestos de reserva o confidencialidad previstos en las leyes deberán ser acordes con las bases, principios y disposiciones establecidos en la Ley General y, en ningún caso, podrán contravenirla. 

Los titulares de las áreas de los sujetos obligados serán los responsables de clasificar la información, de conformidad con lo dispuesto en la presente Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 125. La información clasificada como reservada, de acuerdo a lo establecido en esta Ley podrá permanecer con tal carácter hasta por un periodo de cinco años, contados a partir de su clasificación, salvo que antes del cumplimiento del periodo de restricción, dejaran de existir los motivos de su reserva. 

Los titulares de las áreas deberán determinar que el plazo de reserva sea el estrictamente necesario para proteger la información mientras subsistan las causas que dieron origen a la clasificación, salvaguardando el interés público protegido y tomarán en cuenta las razones que justifican el periodo de reserva establecido. 

Excepcionalmente los sujetos obligados con la aprobación de su Comité de Transparencia, podrán ampliar el periodo de reserva hasta por un plazo de cinco años adicionales y por una sola vez, siempre y cuando justifiquen que subsisten las causas que dieron origen a su clasificación, mediante la aplicación de una prueba de daño. 

Cuando expiren los plazos de clasificación o se trate de información cuya publicación pueda ocasionar la destrucción o inhabilitación de la infraestructura de carácter estratégico para la provisión de bienes o servicios públicos, que a juicio de un sujeto obligado sea necesario ampliar nuevamente el periodo de reserva de la información, el Comité de Transparencia respectivo deberá hacer la solicitud correspondiente al Instituto, debidamente fundada y motivada, aplicando la prueba de daño y señalando el plazo de reserva, por lo menos con tres meses de anticipación al vencimiento del periodo.

Artículo 126. Cada área del sujeto obligado elaborará un índice de los expedientes clasificados como reservados, por área responsable de la información y tema. 

El índice deberá elaborarse semestralmente y publicarse en formatos abiertos al día siguiente de su elaboración. Dicho índice deberá indicar el área que generó la información, el nombre del documento, si se trata de una reserva completa o parcial, la fecha en que inicia y finaliza la reserva, su justificación, el plazo de reserva y, en su caso, las partes del documento que se reservan y si se encuentra en prórroga. 

Artículo 127. Los índices de los expedientes clasificados como reservados serán información pública y deberán ser publicados en el sitio de internet de los sujetos obligados, así como en la Plataforma Nacional.
 
En ningún caso el índice será considerado como información reservada.

Artículo 128. En los casos en que se niegue el acceso a la información, por actualizarse alguno de los supuestos de clasificación, el Comité de Transparencia deberá confirmar, modificar o revocar la decisión. 

Para motivar la clasificación de la información y la ampliación del plazo de reserva, se deberán señalar las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron al sujeto obligado a concluir que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento. Además, el sujeto obligado deberá, en todo momento, aplicar una prueba de daño. 

Tratándose de aquélla información que actualice los supuestos de clasificación, deberá señalarse el plazo al que estará sujeto la reserva. 

Artículo 129. En la aplicación de la prueba de daño, el sujeto obligado deberá precisar las razones objetivas por las que la apertura de la información generaría una afectación, justificando que: 

I. 	La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable del perjuicio significativo al interés público o a la seguridad pública; 
II. 	El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda; y 
III. 	La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio. 

Artículo 130. Los sujetos obligados deberán aplicar, de manera restrictiva y limitada, las excepciones al derecho de acceso a la información y sólo podrán invocarlas cuando acrediten su procedencia, sin ampliar las excepciones o supuestos de reserva o confidencialidad previstos en la Ley General y la presente Ley, aduciendo analogía o mayoría de razón.

Artículo 131. La carga de la prueba para justificar toda negativa de acceso a la información, por actualizarse cualquiera de los supuestos de clasificación previstos en esta Ley corresponderá a los sujetos obligados; en tal caso deberá fundar y motivar debidamente la clasificación de la información, de conformidad con lo previsto en la presente Ley. 

Artículo 132. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:

I. 	Se reciba una solicitud de acceso a la información; 
II. 	Se determine mediante resolución de autoridad competente; o 
III. 	Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en esta Ley. 

Tratándose de información reservada, los titulares de las áreas deberán revisar la clasificación al momento de la recepción de una solicitud, para verificar si subsisten las causas que le dieron origen. 

Artículo 133. Los documentos clasificados total o parcialmente deberán llevar una leyenda que indique tal carácter, la fecha de clasificación, el fundamento legal y, en su caso, el periodo de reserva. 

Artículo 134. Los sujetos obligados no podrán emitir acuerdos de carácter general ni particular que clasifiquen documentos o información como reservada. La clasificación podrá establecerse de manera parcial o total de acuerdo al contenido de la información del documento y deberá estar acorde con la actualización de los supuestos definidos en el presente Título como información clasificada. 

En ningún caso se podrán clasificar documentos antes de que se genere la información.
 
La clasificación de información se realizará conforme a un análisis caso por caso, mediante la aplicación de la prueba de daño. 

Artículo 135. Los lineamientos generales que se emitan al respecto en materia de clasificación de la información reservada y confidencial y, para la elaboración de versiones públicas, serán de observancia obligatoria para los sujetos obligados.

Artículo 137. Cuando un mismo medio, impreso o electrónico, contenga información pública y reservada o confidencial, la Unidad de Transparencia para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una versión pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y motivando su clasificación.

Artículo 140. El acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando por razones de interés público, ésta sea clasificada como reservada, conforme a los criterios siguientes: 

I..	Comprometa la seguridad pública y cuente con un propósito genuino y un efecto demostrable;

II.	Pueda menoscabar la conducción de las negociaciones y relaciones internacionales;

III.	Se entregue a la Entidad expresamente con ese carácter o el de confidencialidad por otro u otros sujetos de derecho internacional, excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o delitos de lesa humanidad de conformidad con el derecho internacional;

IV.	Ponga en riesgo la vida, la seguridad o la salud de una persona física;

V.	Aquella cuya divulgación obstruya o pueda causar un serio perjuicio a:
1.	Las actividades de fiscalización, verificación, inspección, comprobación y auditoría sobre el cumplimiento de las Leyes; o
2.	La recaudación de las contribuciones.

VI.	Pueda causar daño u obstruya la prevención o persecución de los delitos, altere el proceso de investigación de las carpetas de investigación, afecte o vulnere la conducción o los derechos del debido proceso en los procedimientos judiciales o administrativos, incluidos los de quejas, denuncias, inconformidades, responsabilidades administrativas y resarcitorias en tanto no hayan quedado firmes o afecte la administración de justicia o la seguridad de un denunciante, querellante o testigo, así como sus familias, en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables;

VII.	La que contengan las opiniones, recomendaciones o puntos de vista que formen parte del proceso deliberativo de los servidores públicos, hasta en tanto sea adoptada la decisión definitiva, la cual deberá estar documentada;

VIII.	Vulnere la conducción de los expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, en tanto no hayan quedado firmes;

IX.	Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la Ley señale como delitos y se tramiten ante el Ministerio Público;

X.	El daño que pueda producirse con la publicación de la información sea mayor que el interés público de conocer la información de referencia, siempre que esté directamente relacionado con procesos o procedimientos administrativos o judiciales que no hayan quedado firmes;

Cuando se trate de información sobre estudios y proyectos cuya divulgación pueda causar daños al interés del Estado o suponga un riesgo para su realización, siempre que esté directamente relacionado con procesos o procedimientos administrativos o judiciales que no hayan quedado firmes; y

XI.	Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes con las bases, principios y disposiciones establecidos en esta Ley y no la contravengan; así como las previstas en tratados internacionales.

Artículo 141. Las causales de reserva previstas en este Capítulo se deberán fundar y motivar, a través de la aplicación de la prueba de daño a la que se hace referencia en el presente Título.


Así como lo dispuesto por los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas, atendiendo a lo dispuesto en los identificados como Décimo Tercero, Décimo Cuarto, Trigésimo, Quincuagésimo Primero, Quincuagésimo Segundo y Quincuagésimo Tercero.

Es así que, en los casos en los que se clasifique información como RESERVADA, el Sujeto Obligado debe motivar la clasificación, señalando las razones, motivos o circunstancias especiales que lo llevaron a concluir que el caso concreto se ajusta a la hipótesis prevista por la norma legal que fundamenta el acto, debiendo aplicar una prueba de daño, en la que se precisen las razones objetivas por las que la exhibición de la información generaría una afectación, justificando que la divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable en perjuicio del interés público o la seguridad pública; asimismo, justificando que el riesgo del perjuicio que supondría dicha divulgación, supera el interés público general de que se difunda; y que la limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio.

Bajo este contexto, para concretar los límites conceptuales entre falta e indebida fundamentación y motivación, cobra particular relevancia la corriente que emana del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, a través de la jurisprudencia con número de registro digital 170307 de la Novena Época, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, de febrero de 2008, tesis I.3o.C. J/47 en materia común, en la que establece lo siguiente:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR.
La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
Amparo directo 551/2005. Jorge Luis Almaral Mendívil. 20 de octubre de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo.

Amparo directo 66/2007. Juan Ramón Jaime Alcántara. 15 de febrero de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo.

Amparo directo 364/2007. Guadalupe Rodríguez Daniel. 6 de julio de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretaria: Greta Lozada Amezcua.

Amparo directo 513/2007. Autofinanciamiento México, S.A. de C.V. 4 de octubre de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo.

Amparo directo 562/2007. Arenas y Gravas Xaltepec, S.A. 11 de octubre de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo.” (Sic)

Asimismo, en el presente asunto la información requerida corresponde a las quejas o denuncias que se realizan en razón de los expedientes formados con motivo de procedimientos de responsabilidad administrativa que se encuentren en proceso investigación y los que se encuentren en responsabilidad, los cuales se encuentran previstos en la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México, y la cual tiene su naturaleza en el derecho administrativo, entendiéndose desde el inicio de la investigación correspondiente y hasta antes del dictado de la resolución del procedimiento.

En suma a lo anterior, no se omite señalar que, es criterio del Pleno del máximo Tribunal que, de la interpretación armónica y sistemática de los artículos 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero, 19, párrafo primero, 21, párrafo primero y 102, apartado A, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deriva el principio de presunción de inocencia, que a su vez se establece en los artículos 8, numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que hacen efectiva la presunción de inocencia que debe ser aplicable en todos los procedimientos de cuyo resultado pudiera derivar alguna pena o sanción como resultado de la facultad punitiva del Estado, en tal contexto es un derecho fundamental de toda persona, sometida a un procedimiento administrativo sancionador, lo anterior tiene sustento en la Contradicción de Tesis, con registro digital: 2006590, la cual es del tenor literal siguiente:

PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE PRINCIPIO ES APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, CON MATICES O MODULACIONES. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada P. XXXV/2002, sostuvo que, de la interpretación armónica y sistemática de los artículos 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero, 19, párrafo primero, 21, párrafo primero y 102, apartado A, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008), deriva implícitamente el principio de presunción de inocencia; el cual se contiene de modo expreso en los diversos artículos 8, numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; de ahí que, al ser acordes dichos preceptos -porque tienden a especificar y a hacer efectiva la presunción de inocencia-, deben interpretarse de modo sistemático, a fin de hacer valer para los gobernados la interpretación más favorable que permita una mejor impartición de justicia de conformidad con el numeral 1o. constitucional. Ahora bien, uno de los principios rectores del derecho, que debe ser aplicable en todos los procedimientos de cuyo resultado pudiera derivar alguna pena o sanción como resultado de la facultad punitiva del Estado, es el de presunción de inocencia como derecho fundamental de toda persona, aplicable y reconocible a quienes pudiesen estar sometidos a un procedimiento administrativo sancionador y, en consecuencia, soportar el poder correctivo del Estado, a través de autoridad competente. En ese sentido, el principio de presunción de inocencia es aplicable al procedimiento administrativo sancionador -con matices o modulaciones, según el caso- debido a su naturaleza gravosa, por la calidad de inocente de la persona que debe reconocérsele en todo procedimiento de cuyo resultado pudiera surgir una pena o sanción cuya consecuencia procesal, entre otras, es desplazar la carga de la prueba a la autoridad, en atención al derecho al debido proceso.

Contradicción de tesis 200/2013. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 28 de enero de 2014. Mayoría de nueve votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Sergio A. Valls Hernández, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Juan N. Silva Meza; votaron en contra: Luis María Aguilar Morales y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Tesis y/o criterios contendientes:
Tesis 1a. XCIII/2013 (10a.), de rubro: "PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. LA APLICACIÓN DE ESTE DERECHO A LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS SANCIONADORES DEBE REALIZARSE CON LAS MODULACIONES NECESARIAS PARA SER COMPATIBLE CON EL CONTEXTO AL QUE SE PRETENDE APLICAR.", aprobada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 1, abril de 2013, página 968,

Tesis 1a. XCVII/2013 (10a.), de rubro: "PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. EL ARTÍCULO 61 DE LA LEY DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR DEL ESTADO DE MORELOS, NO VULNERA ESTE DERECHO EN SUS VERTIENTES DE REGLA DE TRATAMIENTO, REGLA PROBATORIA Y ESTÁNDAR DE PRUEBA.", aprobada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 1, abril de 2013, página 967,

Tesis 2a. XC/2012 (10a.), de rubro: "PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. CONSTITUYE UN PRINCIPIO CONSTITUCIONAL APLICABLE EXCLUSIVAMENTE EN EL PROCEDIMIENTO PENAL.", aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 2, enero de 2013, página 1687, y

Tesis 2a. XCI/2012 (10a.), de rubro: "PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. NO ES UN PRINCIPIO APLICABLE EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR.", aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 2, enero de 2013, página 1688.

El Tribunal Pleno, el veintiséis de mayo en curso, aprobó, con el número 43/2014 (10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a veintiséis de mayo de dos mil catorce.

Nota: La tesis aislada P. XXXV/2002 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, agosto de 2002, página 14, con el rubro: "PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. EL PRINCIPIO RELATIVO SE CONTIENE DE MANERA IMPLÍCITA EN LA CONSTITUCIÓN FEDERAL."

Esta tesis se publicó el viernes 06 de junio de 2014 a las 12:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de junio de 2014, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Asimismo, con fundamento en los artículos 53, párrafo primero de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, 27, párrafo cuarto, primera hipótesis de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, 53, párrafo primero de la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de México, en relación con los artículos 70 fracciones XVII y XVIII de la entonces Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y 92 fracción XXI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, los cuales señalan que las constancias de sanciones o de inhabilitación que se encuentren firmes, entendiéndose como el expediente que contiene la investigación o sustanciación del procedimiento de responsabilidad administrativa hasta su resolución por actos vinculados con faltas graves y las sanciones impuestas por faltas administrativas graves, serán del conocimiento público cuando éstas contengan impedimentos o inhabilitaciones para ser contratados como Servidores públicos o como prestadores de servicios o contratistas del sector público, aunado a la obligación de publicar el listado de Servidores Públicos con sanciones administrativas definitivas, especificando la causa de sanción, disposiciones legales que son del tenor literal siguiente:

Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción
“Artículo 53. Las sanciones impuestas por faltas administrativas graves serán del conocimiento público cuando éstas contengan impedimentos o inhabilitaciones para ser contratados como Servidores públicos o como prestadores de servicios o contratistas del sector público, en términos de la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 


Ley General de Responsabilidades Administrativas
“Artículo 27…
En el sistema nacional de Servidores Públicos y particulares sancionados de la Plataforma digital nacional se inscribirán y se harán públicas, de conformidad con lo dispuesto en la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción y las disposiciones legales en materia de transparencia, las constancias de sanciones o de inhabilitación que se encuentren firmes en contra de los Servidores Públicos o particulares que hayan sido sancionados por actos vinculados con faltas graves en términos de esta Ley…”

Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de México
“Artículo 53. Las sanciones impuestas por faltas administrativas graves serán del conocimiento público cuando éstas contengan impedimentos o inhabilitaciones para ser contratados como servidores públicos o como prestadores de servicios o contratistas del sector público, en términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios”.


Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública
Artículo 70. En la Ley Federal y de las Entidades Federativas se contemplará que los sujetos obligados pongan a disposición del público y mantengan actualizada, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan:
…
XVII. La información curricular, desde el nivel de jefe de departamento o equivalente, hasta el titular del sujeto obligado, así como, en su caso, las sanciones administrativas de que haya sido objeto;
XVIII. El listado de Servidores Públicos con sanciones administrativas definitivas, especificando la causa de sanción y la disposición;

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios
Artículo 92. Los sujetos obligados deberán poner a disposición del público de manera permanente y actualizada de forma sencilla, precisa y entendible, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan:
…
XXII. El listado de Servidores Públicos con sanciones administrativas definitivas, especificando la causa de sanción y la disposición;

En tal sentido, en el supuesto de que los expedientes formados con motivo de procedimientos administrativos se ajusten a las hipótesis establecidos en los artículos de referencia, es decir que en los expedientes en referencia contengan resolución con sanción por responsabilidad administrativa por motivo de una faltas administrativas graves, y la misma hayan causado estado, debe ser considerado como información pública, por lo que la misma es susceptible de ser entregada la cual incluye el nombre de servidores públicos sancionados, las sanciones administrativas de que haya sido objeto, la causa y la disposición legal, por lo que en tal caso a consideración de esta ponencia resulta procedente la entrega de la información derivado de la solicitudes de acceso de referencia, siempre que dichas sanciones se encuentren firmes.

Correlativo a lo anterior, los artículos 53, párrafo segundo de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, 53, párrafo segundo de la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de México y 27, párrafo cuarto, segundo supuesto de la Ley General de Responsabilidades administrativas, señalan que los registros de las sanciones relativas a responsabilidades administrativas no graves, quedarán registradas para efectos de eventual reincidencia, pero no serán públicas, porciones legales cuyo contenido literal es el siguiente:

Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción
“53…
Los registros de las sanciones relativas a responsabilidades administrativas no graves, quedarán registradas para efectos de eventual reincidencia, pero no serán públicas...” 

Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de México
“53…
Los registros de las sanciones relativas a responsabilidades administrativas no graves, quedarán registradas para efectos de eventual reincidencia, pero no serán públicas…”

Ley General de Responsabilidades Administrativas
“27…
así como la anotación de aquellas abstenciones que hayan realizado las autoridades investigadoras o el Tribunal, en términos de los artículos 77 y 80 de esta Ley”.

De los preceptos legales anteriores se pueden advertir dos supuestos: el primero con fundamento en los artículos 53, párrafo segundo de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, 53, párrafo segundo de la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de México, en la cual se advierte que respecto de los expedientes que contienen procedimientos de responsabilidad administrativa originados por motivo de faltas administrativas no graves, en las que se haya determinado imponer alguna sanción, por determinación de la ley las mismas no son consideradas públicas.

Correlativo a lo anterior, con fundamento en el artículo 27, párrafo cuarto, segundo supuesto de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, se determina que los expedientes que contienen abstenciones derivadas de investigaciones o procedimientos de responsabilidad administrativa originados por faltas administrativas no graves, no se harán públicas.

En definitiva, para el caso de que la información solicitada forme parte de procedimientos de sanciones graves absolutorias, concluidos, se procederá a su acceso en versión pública, protegiendo el nombre, cargo y área de adscripción del Servidor Público absuelto y aquellos datos personales que hagan identificable a una persona, toda vez que la información solicitada, se relaciona con servidores públicos en específico, los cuales al no haber recibido alguna sanción por posibles responsabilidades, se procede a clasificar como confidencial el nombre y cargo del servidor público, al poder causar un perjuicio a la vida privada de estos.

Bajo este contexto, se considera que en el supuesto de que la información se encuentre en alguno de los supuestos antes establecidos, el Sujeto Obligado deberá clasificar la información, emitiendo en su caso el acuerdo correspondiente, tomando en consideración que, de proporcionar el nombre de los servidores públicos relacionados al procedimiento de responsabilidades administrativas por faltas no graves, podría afectar su honor, buen nombre y su imagen.

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido como derechos fundamentales de las personas, el derecho a la intimidad y a la propia imagen, en el siguiente criterio:

“DERECHOS A LA INTIMIDAD, PROPIA IMAGEN, IDENTIDAD PERSONAL Y SEXUAL. CONSTITUYEN DERECHOS DE DEFENSA Y GARANTÍA ESENCIAL PARA LA CONDICIÓN HUMANA.  Dentro de los derechos personalísimos se encuentran necesariamente comprendidos el derecho a la intimidad y a la propia imagen, así como a la identidad personal y sexual; entendiéndose por el primero, el derecho del individuo a no ser conocido por otros en ciertos aspectos de su vida y, por ende, el poder de decisión sobre la publicidad o información de datos relativos a su persona, familia, pensamientos o sentimientos; a la propia imagen, como aquel derecho de decidir, en forma libre, sobre la manera en que elige mostrarse frente a los demás; a la identidad personal, entendida como el derecho de todo individuo a ser uno mismo, en la propia conciencia y en la opinión de los demás, es decir, es la forma en que se ve a sí mismo y se proyecta en la sociedad, de acuerdo con sus caracteres físicos e internos y sus acciones, que lo individualizan ante la sociedad y permiten identificarlo; y que implica, por tanto, la identidad sexual, al ser la manera en que cada individuo se proyecta frente a sí y ante la sociedad desde su perspectiva sexual, no sólo en cuanto a sus preferencias sexuales sino, primordialmente, en cuanto a cómo se percibe él, con base en sus sentimientos y convicciones más profundos de pertenencia o no al sexo que legalmente le fue asignado al nacer y que, de acuerdo a ese ajuste personalísimo en el desarrollo de cada individuo, proyectará su vida en todos los ámbitos, privado y público, por lo que al ser la sexualidad un elemento esencial de la persona y de su psique, la autodeterminación sexual forma parte de ese ámbito propio y reservado de lo íntimo, la parte de la vida que se desea mantener fuera del alcance de terceros o del conocimiento público. Por consiguiente, al constituir derechos inherentes a la persona, fuera de la injerencia de los demás, se configuran como derechos de defensa y garantía esencial para la condición humana, ya que pueden reclamarse tanto en defensa de la intimidad violada o amenazada, como exigir del Estado que prevenga la existencia de eventuales intromisiones que los lesionen por lo que, si bien no son absolutos, sólo por ley podrá justificarse su intromisión, siempre que medie un interés superior.”
 
En ese sentido, se puede hacer notar el derecho de todo individuo a no ser conocido por otros en ciertos aspectos de su vida y, por ende, el poder de decisión sobre la publicidad o información de datos relativos a su persona (derecho a la intimidad), aunado al derecho a la propia imagen es el derecho de decidir, de forma libre, sobre la manera en que elige mostrarse frente a los demás.

Por lo expuesto, se desprende que dar a conocer el nombre del servidor público de un procedimiento de responsabilidad administrativa no grave, constituye información confidencial que afecta su esfera privada, puesto que podría generar una percepción negativa de este, ocasionando un perjuicio en su honor, intimidad y buena imagen, pues como se precisó la afectación es para el propio servidor público, situación que no afecta a terceros.

Finalmente, respecto a la información que da cuenta de lo solicitado, podría contener datos confidenciales; por lo que, en su caso, deberá entregar versión pública en la que se eliminen estos, junto con el acuerdo del Comité de Transparencia, en el que funde y motive la eliminación de la información, de conformidad con lo establecido en los artículos 49, fracciones II y VIII, 128, 132, fracción I, 138, 143 y 149 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de Estado de México y Municipios.

· De la Versión Pública.
Debido a que la información requerida se destaca que de acuerdo con la naturaleza de la información, amerita la elaboración de una versión pública, esto es, omitirá, eliminará o suprimirá la información personal de los servidores públicos sujetos a evaluación, en el caso específico en dichos documentos pueden obran datos que son considerados confidenciales, cuyo acceso debe ser restringido, los cuales deben testarse al momento de la elaboración de versiones públicas, como es el caso del Registro Federal de Contribuyentes (RFC), la Clave Única de Registro de Población (CURP), la Clave de cualquier tipo de seguridad social (ISSEMYM); préstamos o descuentos que se les hagan y que no tengan relación con los impuestos o la cuota por seguridad social, así como, firmas y calificaciones, entre otros datos.

Por cuanto hace al Registro Federal de Contribuyentes de las personas físicas constituye un dato personal, ya que se genera con caracteres alfanuméricos obtenidos a partir del nombre en mayúsculas sin acentos ni diéresis y la fecha de nacimiento de cada persona; es decir la primera letra del apellido paterno; seguida de la primera letra vocal del primer apellido; seguida de la primera letra del segundo apellido y por último la primera letra del nombre, posterior la fecha de nacimiento año/mes/día y finalmente la homoclave; la cual para su obtención es necesario acreditar personalidad, fecha de nacimiento entre otros con documentos oficiales.

Al respecto, el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI) a través del Criterio 19/17, señala literalmente lo siguiente:

“Registro Federal de Contribuyentes (RFC) de personas físicas. El RFC es una clave de carácter fiscal, única e irrepetible, que permite identificar al titular, su edad y fecha de nacimiento, por lo que es un dato personal de carácter confidencial.

Resoluciones:
• RRA 0189/17. Morena. 08 de febrero de 2017. Por unanimidad.
Comisionado Ponente Joel Salas Suárez.
• RRA 0677/17. Universidad Nacional Autónoma de México. 08 de marzo de
2017. Por unanimidad. Comisionado Ponente Rosendoevgueni Monterrey Chepov.
• RRA 1564/17. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 26 de abril de 2017. Por unanimidad. Comisionado Ponente Oscar Mauricio Guerra Ford.”

De lo anterior, se desprende que el Registro Federal de Contribuyentes se vincula al nombre de su titular, permitiendo identificar la edad de la persona, fecha de nacimiento, así como su homoclave, determinando la identificación de dicha persona para efectos fiscales, por lo que éste constituye un dato personal que concierne a una persona física identificada e identificable en términos de los artículos 3 fracción IX de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios y 4 fracción VII de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México.

De igual manera la Clave Única de Registro de Población, constituye un dato personal, ya que tiene como finalidad registrar a cada una de las personas que integran la población del país, con los datos que permitan certificar y acreditar fehacientemente su identidad, la cual servirá para identificarla de manera individual.

Lo anterior, tiene sustento en los artículos 86 y 91, de la Ley General de Población, la cual señala lo siguiente:

“Artículo 86. El Registro Nacional de Población tiene como finalidad registrar a cada una de las personas que integran la población del país, con los datos que permitan certificar y acreditar fehacientemente su identidad.

Artículo 91. Al incorporar a una persona en el Registro Nacional de Población, se le asignará una clave que se denominará Clave Única de Registro de Población. Esta servirá para registrarla e identificarla en forma individual.”

Ahora bien, por cuanto a la Clave Única de Registro de Población CURP, está integrada por 18 elementos representados por letras y números, que se generan a partir de los datos contenidos en un documento probatorio de identidad (acta de nacimiento, carta de naturalización o documento migratorio), la cual se integra con la primera letra del apellido paterno; seguida de la primera letra vocal del primer apellido; seguida de la primera letra del segundo apellido y por último la primera letra del nombre; fecha de nacimiento año/mes/día; sexo; entidad federativa o lugar de nacimiento; finalmente una homoclave o digito verificador, compuesto de dos elementos, con el que se evitan duplicaciones en la Clave, identifican el cambio de siglo y garantizan la correcta integración.

Al respecto, el entonces INAI a través del Criterio 18/17, señala literalmente lo siguiente:

“Clave Única de Registro de Población (CURP). La Clave Única de Registro de Población se integra por datos personales que sólo conciernen al particular titular de la misma, como lo son su nombre, apellidos, fecha de nacimiento, lugar de nacimiento y sexo. Dichos datos, constituyen información que distingue plenamente a una persona física del resto de los habitantes del país, por lo que la CURP está considerada como información confidencial.

Resoluciones:
• RRA 3995/16. Secretaría de la Defensa Nacional. 1 de febrero de 2017. Por unanimidad. Comisionado Ponente Rosendoevgueni Monterrey Chepov.
• RRA 0937/17. Senado de la República. 15 de marzo de 2017. Por unanimidad. Comisionada Ponente Ximena Puente de la Mora.
• RRA 0478/17. Secretaría de Relaciones Exteriores. 26 de abril de 2017. Por unanimidad. Comisionada Ponente Areli Cano Guadiana.”

De lo anterior, se desprende que la Clave Única de Registro de Población, se encuentra vinculado al nombre de la persona, permitiendo identificar la edad, fecha de nacimiento, sexo, lugar de nacimiento, así como su homoclave; datos que únicamente le atañen a un particular, por lo que ésta constituye un dato personal que concierne a una persona física identificada e identificable en términos de los artículos 3 fracción IX de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios y 4 fracción VII de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México.

Por cuanto hace a la Clave de cualquier tipo de seguridad social (ISSEMYM, u otros), está integrada por una secuencia de números con los que se identifica a los trabajadores que cubren las cuotas respectivas, asimismo, lo identifica con la fuente de trabajo; por lo que al ser una clave de identificación de los trabajadores, constituye información confidencial, dato que únicamente le atañen al servidor público, por lo que constituye un dato personal que concierne a una persona física identificada e identificable en términos de los artículos 3 fracción IX de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios y 4 fracción VII de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México.

Por lo que hace a la firma y calificaciones, para el caso de que los documentos a expedir las contenga, en atención a que constituyen datos personales que hacen identificable a la persona, estos son susceptibles de ser testados con el objeto de protegerlos en términos de lo dispuesto en los artículos 3, fracción IX y 143, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, así como en el artículo 4, fracciones XI y XII de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, que establecen:

Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
[…]
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México;
XX. Información clasificada: Aquella considerada por la presente Ley como reservada o confidencial;
XXI. Información confidencial: Se considera como información confidencial los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos;
XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso. […]

Por lo tanto, la entrega de documentos en su versión pública debe acompañarse necesariamente del Acuerdo del Comité de Transparencia que la sustente el cual debe estar debidamente fundado y motivado, en el que se expongan los fundamentos y razonamientos que llevaron al Sujeto Obligado a testar, suprimir o eliminar datos de dicho soporte documental, ya que no hacerlo, se reitera que lo entregado no tendría un sustento jurídico ni resultaría ser una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; ya que el no justificar las causas o motivos por las que no se aprecian determinados datos -ya sea porque se testan o suprimen, deja al solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva.

Finalmente, y en mérito de lo expuesto en líneas anteriores, resultan parcialmente fundados los motivos de inconformidad vertidos por la parte Recurrente, por ello con fundamento en la segunda hipótesis del artículo 186, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se MODIFICA la respuesta a la solicitud de información 00081/ELORO/IP/2025, que ha sido materia del presente fallo.

Por lo antes expuesto y fundado. 

SE    RESUELVE

PRIMERO. Se MODIFICA la respuesta entregada por el Sujeto Obligado a la solicitud de información número 00081/ELORO/IP/2025, por resultar parcialmente fundados los motivos de inconformidad vertidos por la parte Recurrente, en términos del Considerando CUARTO de esta resolución.

SEGUNDO. Se ORDENA al Sujeto Obligado haga entrega a la parte Recurrente en términos del Considerando CUARTO de esta resolución, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), del periodo comprendido del uno de enero al treinta de junio de dos mil veinticinco, en formatos digitales editables (pdf, docx, xlsx), o en los que se hubiera generado, la siguiente información:

1. De ser procedente en versión pública, el o los documentos en donde consten las sanciones, amonestaciones, denuncias, quejas o procedimientos disciplinarios que formen parte de expedientes concluidos y que hayan causado estado, interpuestas en contra de servidores públicos adscritos al Sujeto Obligado.
De ser procedente la entrega en versión pública, deberá emitir el Acuerdo del Comité de Transparencia en términos de los artículos 49, fracción VIII y 132 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el que funde y motive las razones sobre los datos que se supriman o eliminen y se ponga a disposición del Recurrente.

Para el caso de que alguno de los documentos en donde consten las sanciones, amonestaciones, denuncias, quejas o procedimientos disciplinarios, interpuestas en el Órgano Interno de Control, en el periodo comprendido del uno de enero al treinta de junio de dos mil veinticinco, que formen parte de expedientes que no hayan causado estado, deberá emitirse el Acuerdo de Clasificación respectivo en el que se funden y motiven las razones de su RESERVA, mismo que se hará del conocimiento del Recurrente.

TERCERO. NOTIFÍQUESE la presente resolución a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley  de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. De conformidad con el artículo 198, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente resolución.

QUINTO. NOTIFÍQUESE a la parte Recurrente la presente resolución a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), y hágase de su conocimiento que en caso de considerar que le causa algún perjuicio, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 196, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS; MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA (EMITIENDO VOTO PARTICULAR); SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ; LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA (EMITIENDO VOTO PARTICULAR) Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA; EN LA VIGÉSIMA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL TRES DE JUNIO DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.-----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
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Cuarto Informe Trimestral.

Este Informe Trimestral se entregara junto con la Cuenta
Piblica del ejercicio fiscal 2025, en el afio inmediato
siguiente.
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EPTIMO. Con relacion al numeral anterior las entidades fiscalizables municipales realizarén el envio y
resentacion del soporte documental del Cuarto Informe Trimestal del efercico fiscal 2025 en dos modalidades, a
aber:

1. _En modalidad digital a través del
Componente Informes Trimestrales:

« I periodo de apertura del Componente Informes Trimestrales de Ia Plataforma Digital del Organo
Superior de Fiscalizacion del Estado de México para cargar ol soporte documental sera del 3 al 17 de
marzo de 2026.

« Lafirma del enviolrecepcion del soporte documental a iraveés del Componente Informes Trimestrales de.
Ia Plataforma Digital del Organo Superior de Fiscalizacion del Estado de México, validado con fa firma
clectrénica del Presidente Municipal o Director General, en los organismos descentralzados, serd
Gnicamente ol martes 17 de marzo do 2026; en consecuencia,la Plataforma Digital generar a constancia
do enviolrecepcién que el usuario debera descargar y resguardr, toda vez que la misma acredita ol
cumplimiento de Ia obligacién periddica.

2. En modalidad fisica:

« La presentacién del soporte documental del Cuarto Informe Trimesiral Municipal del efrcici fiscal 2025,
Gorrespondiente a las Pdiizas que integran el Modulo 1, a ravés de CD-ROM y ofco de presentacion fmaco
por las autoridades competenes senaladas en la Ley de Fiscalizacién Superior del Estado de México, asi
como en los Formatos de oficios de Presentacion del Submédulo Pdiizas publicados por este Organo
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Articulo 148.- Por la expedicion de documentos solicitados en el ejercicio del derecho a la
informacién publica, se pagaran los derechos conforme a la siguiente:

TARIFA
CONCEPTO NUMERO DE VECES EL VALOR
DIARIO DE LA UNIDAD DE
MEDIDA Y ACTUALIZACION
VIGENTE
L Por la expedicion de copias simples:
A) Porla primera hoja. 0.224
B).  Por cada hoja subsecuente. 0.016
m Por la expedicion de copias certificadas:
AL Porla primera hoja. 0.850
B).  Por cada hoja subsecuente. 0.417
I Por laexpedicion de informacién en medios magnéticos. 0.224
IV.  Parala expedicion de informacion en disco compacto por
cada disco. 0.336
v. Por el escanco y digitalizacion de documentos. 0.008

Para los supuestos establecidos en las fracciones IIl y IV, el solicitante podra proporcionar a la
autoridad municipal, el medio en el que requiera le sea entregada la informacion publica, en
cuyo caso no habré costo que cubrir.
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INASISTENCIAS

N.P__[NOMBRE AREA [FECHA DE INASISTENCIA_|OBSERVACIONES

1[MARIA INES REYES ORTEGA SERVICIOS PUBLICOS |06 DE ENERO DE 2025
2[MARIA INES REYES ORTEGA SERVICIOS PUBLICOS |06 DE ENEERO DE 2025
3[JOSE MICHEL MORALES RODRIGUEZ _[PROTECCION CIVIL 01 DE FEBERERO DE 2025
4[ERNESTO MARTINEZ TREIO [PROTECCION CIVIL 08 D MARZO DE 2025
S[JAVIER ARRIAGA RUIZ PROTECCION CIVIL 09 DE MARZO DE 2025
6|LUIS DE JESUS BENITEZ ZACARIAS PROTECCION CIVIL 12 DE MARZO DE 2025
7|JOSE MICHEL MORALES RODRIGUEZ _|PROTECCION CIVIL 23 DE MARZO DE 2025 SIN JUSTIFICAR
8[ERNESTO MARTINEZ TREJO PROTECCION CIVIL 24 DE MARZO DE 2025
[JOSE MICHEL MORALES RODRIGUEZ __[PROTECCION CIVIL |04 DE ABRIL DE 2025

10[MARTIN MARTINEZ MARTINEZ [PROTECCION CIVIL 05 DE ABRIL DE 2025

T1[ANGEL FUENTES SEGUNDO [SERVICIOS PUBLICOS |28 DE ABRIL DE 2025

12|ANGEL FUENTES SEGUNDO SERVICIOS PUBLICOS |29 DE ABRIL DE 2025

13[MARTIN MARTINEZ MARTINEZ [PROTECCION CIVIL 01 DE JUNIO DE 2025
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INCAPACIDADES MEDICAS

[ NOMBRE GNIDAD MEDICA Fouo ‘APARTIRDE | WASTA | DIAS DF INCAPACIDAD. wen
2[FORTENGIA RUIZ MORALES [CENTRO ONCDLOGICO ESTATAL E-ome1a 14/01/2025] 10/03/2075) Z6[INSTITUTO DE LA MUIER
3[GRiseL BENITER ZACARIAS [HOSPITAL REGIONAL ATLACOMUICO. 034710 15/01/2025] 14/0A/2075) S0[pROTECCION CIL
A[MANVEL RUIZ SANCHEZ [HOSPITAL REGIONAL TOLUCA Taga1] 20j03/2025] 16/02/2015 28]SERVICIOS PUBLICOS
S[ARNULFO LEGORRETA JORADD [CENTRO MEDICO LICARTURO WORTIEL FO3AS - 06460 17/01/2025]13/02/2005] 28[pROTECCION CIL
G| ANTONIO ROMERO GARDURD [CENTRO MEDICO LICARTURO MONTIEL ROJAS _[E-065025 28/01/2025] 0610272025 Slwastro
7[RICARDO GUZVAN LOVERA [CONSULTORO MEDICO EL 0RO & oo0dsz s/02/2025] 05/02/2023 2[DERECHOS HUMANGS.
[ MARTIN MARTINEZ MARTINEZ HOSPITAL REGIONAL ATLACOMULCO [E-o3sior o/02/2015] 03/0272025 2[proreccion v
] iuLiANA RUEZ MATA [CONSULTORIO MEDICO EL OO [Ecoosss 12/02/2005] 13/02/2005] 2[SERVICIOS PUBLICOS.
70[LUIS DE I£5US BENITEZZACARIAS ___[CONSULTORIO MEDICO ELORO. e ooses 13/02/2025] 14/0272015] 2[proreccion v
15[ ARNULFO LEGORRETA JURADO [CENTRO MEDICO LiC ARTURO MONTIEL FOIAS__[E-O65545 14/02/2025] 13/03/2015] TalpROTECCION CVIL
12 GRACIELA SOTO PEDRAZA [CONSULTORIO MEDICO EL ORO [Eoooses. 14/02/2025] 16/02/205] 1026700 Cvico
13 VANUEL RUIZ SANCHEZ [HOSPITAL REGIONALTOLUCA. Sra0n] 17/02/2025(02-03.2025 TalSERVICIOS PUBLICOS
18]10SE LUIS RUIZ SANCHEZ [HOSPITAL REGIONAL ATLACOMULCO. [Gonss. 20/02/2025] 12/03/2005] 21[seRvicios PuBLICOS

15[ARNULFO LEGORRETA JURADD [CENTRO MEDICO LIC ARTURD WOWTIEL FO3AS - 066706 10/03/2025]_10/08/2005] 28]PROTECOION L
16]FERNANDO QUINTANA MORALES _|CONSULTORIO MEDICO EL 0RO 000472 20/03/2025] 22/03/2025] 3[oBRAs PUBLICAS

17]1RMA HERNANDEZ RULL [CONSULTORIO MEDICO EL 0RO 000175 20/03/2025] 22/03/203 3[REGISTRO VL
18[RAQUEL PASCUAL RUIZ [CONSULTORIO WEDICO EL 0RO 000477 24/03/2025] 25/03/2025 2[seRvicios pusIicos
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JUSTIFICANTES MEDICOS

NP NOMBRE FECHA [AREA
1|ARGELIA LOPEZ MARTINEZ 13 DE ENERO DE 2015 __|INSTITUTO DE LA MUJER
2[ERICKA LOPEZ SANCHEZ 31 DE ENERO DE 2015 _|SERVICIOS PUBLICOS
3[ARGELIA LOPEZ MARTINEZ 25 DE FEBRERO DE 2025 _|INSTITUTO DE LA MUJER
4[JOSEFA YANEZ ALVA 26 DE FEBRERO DE 2025 |REGISTRO CIVIL
5|[PATRICIA VELAZQUEZ GONZALEZ |18 DE MARZO DE 2025 |OBRAS PUBLICAS
6|JOSEFA YANEZ ALVA 14/01/2025[REGISTRO CIVIL
SECRETARIA DEL
7|MARIA TERESA NOLASCO SOLIS 23/01/2025|AYUNTAMIENTO
8[ROSALVA BASTIDA FERNANDEZ 16/01/2025[PROTECCION CIVIL
9|JOSE MICHEL MORALES RODRIGUEZ 01/02/2025|PROTECEION CIVIL
10]MARICARMEN CASTANEDA GUERRE! DERECHOS HUMANOS

12/02/2025
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Dando continuidad al Séptimo punto del orden del dia, se presenta ante los miembros del Comité el
proyecto de clasificacion total de la informacion con caracter de RESERVADA por parte de la Titular del
Organo Interno de Control mediante oficio No. PM/CIM/0349/2025 que contiene Ia fundamentacién y
motivacién correspondiente para emitir la respuesta en Version Publica para atender las solicitudes de
informacién __publica  recibidas  mediante  SAIMEX con Folios  00080/ELORO/IP/2025,
00082/ELORO/IP/2025 para su anlisis, estudio y en su caso confirmacion.

Se procede a dar lectura ala propuesta; para lo cual este comité esgrime las siguientes consideraciones:
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Art. 3 Fraccién XX y XXIV de Ia Ley de Transparencia y Acceso a la Informacién Pblica del Estado
de México y Municipios:
“Articulo 3. Para los efectos de la presente Ley se entendera por:
XX. Informacién clasificada: Aquella considerada por la presente Ley como reservada o
confidencial;
XXIV. Informacién reservada: La clasificada con este carécter de manera temporal por
las disposiciones de esta Ley, cuya divulgacion puede causar dafio en términos de lo
establecido por esta Ley;
Art. 24 Fraccion VI y XIV de fa Ley de Transparencia y Acceso a la Informacion Publica del Estado
de México y Municipios:
“Articulo 24. Los Comités de Transparencia tendran las siguientes atribuciones:
V. Proteger y resguardar la informacion clasificada como reservada o confidencial;
XIV. Asegurar la proteccion de los datos personales en su posesion, en términos de la
Ley de Proteccion de Datos Personales del Estado de México; *
Art. 49 Fraccién VIl de la Ley de Transparencia y Acceso a la Informacion Piblica del Estado de
México y Municipios:
“Articulo 49. Los Comités de Transparencia tendran las siguientes atribuciones:
VIll. Aprobar, modificar o revocar la clasificacion de la informacion; “
Art. 132 Fraccién | de la Ley de Transparencia y Acceso a la Informacién Publica del Estado de
México y Municipios
“Articulo 132. La clasificacion de Ia informacion se llevaré a cabo en el momento en que:
1. Se reciba una solicitud de acceso a la informacin:
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México y Municipios
“Articulo 140. El acceso a la informacion publica serd restringido excepcionalmente, cuando por
razones de interés publico, ésta sea clasificada como reservada, conforme a los criterios
siguientes.

VI. Pueda causar dafio u obstruya la prevencién o persecucion de los delitos, altere el

proceso de investigacion de las carpetas de investigacion, afecte o vulnere la conduccion
o los derechos del debido proceso en los procedimientos judiciales o administrativos,
incluidos los de quejas, denuncias, inconformidades, responsabilidades administrativas

resarcitorias en tanto no hayan quedado firmes o afecte la administracion de justicia
0 la seguridad de un denunciante, querellante o testigo, asi como sus familias, en los
términos de las disposiciones juridicas aplicables;
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Analizando los argumentos expresados mediante oficio No. PM/CIM/0349/2025 el cual contiene Ia
prueba de dafio conforme alo sefialado en el Art. 128, 129y 141 de la Ley de Transparencia y Acceso a
la Informacion Publica del Estado de México y Municipios, se justifica que la divulgaci6n de la informacion
referente a los procedimientos administrativos de responsabilidades en TRAMITE, es decir en su etapa
de Investigacion, y que ain no han sido concluidos, derivados de la presentacién de quejas, denuncias o
inconformidades presentadas en contra de los servidores publicos mencionados en las solicitudes lesiona
el interés juridicamente protegido por la Ley ya que puede causar dafio u obstruir la prevencién o
persecucion de los delitos, altere el proceso de investigacion de las carpetas de investigacion, afecte o

vulnere la_conduccién o los derechos del debido proceso en los_procedimientos judiciales o

administrativos, incluidos los de quejas, denuncias, inconformidades, responsabilidades administrativas

Y resarcitorias en tanto no hayan quedado firmes, de acuerdo a las siguientes consideraciones:

*  Ponderacién de intereses en conflicto:

Las disposiciones de orden publico que ponderan la clasificacion como Reservada de la
informacién referente a los procedimientos administrativos de responsabilidades que se
encuentran en tramite constituyen un interés superior al derecho de acceso a la informacion, en
razén de que existe una legislacion expresa como lo es el Art. 140 Fraccién VI de la Ley de
Transparencia y Acceso a la Informacién Pablica del Estado de México y Municipios.

* Acreditacion del vinculo entre la difusién de la informacion y la afectacién del interés piblico

tutelado del que se trata:

La causal de reserva prevé que la informacion podré clasificarse como reservada en el caso de
que obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los servidores publicos, ademas
pretende proteger la informacién vinculada a dichos procedimientos.
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*  Riesgo Real:

El proporcionar la informacién podria, hacerse del conocimiento del servidor piblico, en caso
que se encontrard en la etapa de investigacion, lo alertarian, situacién que podria ocasionar que
este se sustraiga del procedimiento, o busque, la manera de alterar las actuaciones realizadas
por el Grgano Interno de Control, obstruyendo la investigacion realizada y la correcta realizacion
del procedimiento de responsabilidades. Por otro lado, si ya hubiera sido notificado por la

autoridad, podria afectar al posible responsable, ya que se daria a conocer la existencia de una
investigacion en su contra, lo cual, generaria una percepcion negativa de éste, sin que se hubiere
probadossu responsabilidad o culpabilidad, lo cual dafiaria, su honor y su derecho a la presuncion
de inocencia e inclusive su actividad profesional, pues aun no se tendrian los elementos
necesarios para fincar alguna sancion

*  Acreditacién de modo, tiempo y lugar del dafio:

El proceso para determinar posibles faltas administrativas se encuentra en su etapa de
Investigacion, iniciada de oficio o por la presentacién de una denuncia o queja ante los Grganos |
Internos de Control; por lo que, estos deben aiin de allegarse de la informacion necesaria para
el esclarecimiento de los hechos, asi como realizar visitas de verificacion.

*  Lalimitacién de la publicacién de Ia informacion se adecua al principio e proporcionalidad, ya
que no puede ser resumida o procesada al existir una disposicion legal que la reserva, por lo
tanto a clasificacion representa el medio menos restrictivo para evitar poner en riesgo la
conduccion del procedimiento.
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Por o antes expuesto y de acuerdo a la fundamentacion y motivacién expuesta, este Comité estima que
se actualiza la hipdtesis prevista en virtud de que se acredita Ia existencia de objetivos que permiten
confirmar la clasificacién de la informacion como reservada

De lo anterior y en ejercicio de las atribuciones establecidas en las normas aplicables en la materia, el
Presidente del Comité de Transparencia somete a consideracién de los integrantes del Comité la
confirmacion de la clasificacion total de la informacion con caracter de reservada por un periodo de tres
2figs para emitir [a respuesta en Version Publica de la informacion requerida; solicitando a los asistentes
emitan su voto. Por lo que revisado el punto por cada miembro, y de acuerdo a la fundamentacion,
motivacion y prueba de dafio expuesta en el proyecto de lasificacion presentado mediante oficio No,

PM/CIM/0349/2025, se aprueba por unanimidad de votos la propuesta.
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Sin mis asuntos que tratar se da por terminada la Octava Sesion Ordinaria del Comité de Transparencia
del Ayuntamiento de EI Oro, México siendo las 11:30 hrs. del da que se actda y se procede a recabar las

firmas de los partcipantes al margen derechoy calce de Ias 11 fojas que integran I presente acta para
1a constanciay efectos legales procedentes

Ing. José Danel vmaauuﬂd DAD pg |
Responsable de Ia Unidad aJB«WoRmc.A

1ng.Luz Maria Arrisga Sinchez <. . )
Respansable de Proteccion de Datos Peisdualessy A 1 > ¢ |
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Folio Solicitud: 00081/ELOROIIP/2025

Folio Recurso de Revision: 09445/INFOEM/IPIRRI2025
Puede adjuntar archivos a este estatus
Cambiar estatus: Cierre de la instruccion

Archivos enviados por el Recurrente

N‘Z’rﬁﬁgel Comentarios Fecha
No hay Archivos adjuntos
Archivos enviados por la Unidad de Transparencia
NI CE Comentarios Fecha
Archivo

IDando cumplimiento en tiempo y forma a lo establecido por la legislacién
lvigente, y con fundamento en el Art. 12, 176, 185y 186 de la Ley de
[Transparencia y Acceso a la Informacién Publica del Estado de México y b5/08/2025
IMunicipios se adjuntan al presente 4 archivos en formato PDF como
Imanifestacién y complemento acerca de la respuesta brindada por las areas
lcorrespondientes a su solicitud de informacién.

0081-teso comp.pdf

0081-0m.PDF [25/08/2025|
Joo081-uippe.POF [25/08/2025|
Jooog1-oic.PoF [25/08/2025|
Archivos enviados por el Comisionado Ponente
Nombre del q
A Comentarios Fecha

9445_2025_1_smv.paflJMV 128/08/2025|
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TERCERO. Por o que hace a las Entidades Fiscalizables Municipales:

Realizarén la integracion, presentacion y envio del soporte documental de los Informes Trimestrales del
ejercicio fiscal 2025 en dos modalidades; a saber:

« Las entidades fiscalizables municipalg

Trimestrales (CIT) de la Plataforma Digtal del Organo Superior de Fiscal

1. En modalidad remota:

deberan observar lo siguiente:

para cargar y enviar el soporte documental de los Informes
Trimestrales Municipales del Ejercicio Fiscal 2025, lo harén a través del Componente Informes.

ion del Estado de México, y

PERIODO DE APERTURA DEL.
COMPONENTE INFORMES FIRMA DEL
No.|  INFORME TRIMESTRAL | 12iMESTRALES PARA CARGAREL | ENVIOIRECEPCION
'SOPORTE DOCUMENTAL

. . Lunes 28 de abril al miércoles 7de |  Miércoles 7 de

i er I Trimestral ‘mayo de 2025. mayo de 2025.
2 ‘Segundo Informe Lunes 04 al lunes 11 de agosto de | Lunes 11 de agosto

Trimestral. 2025. de 2025.
- Lunes 13 al martes 28 de octubre de | Martes 28 de
3 | Tercer Informe Trimestral. poade bahedy
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